VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE LA DÉCIMA TERCERA SESIÓN ORDINARIA DEL PLENO DEL INSTITUTO DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL DISTRITO FEDERAL, CELEBRADA EL DÍA 6 DE ABRIL DE 2011, EN LAS INSTALACIONES DEL MISMO INSTITUTO.

C. OSCAR GUERRA FORD, COMISIONADO CIUDADANO PRESIDENTE.- Comisionada y comisionados Ciudadanos del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, siendo las 11 de la mañana con 10 minutos del día 6 de abril del 2011, solicito al licenciado José de Jesús Ramírez Sánchez, Secretario Técnico de este Instituto, que proceda al pase de lista con el fin de verificar si existe el quórum establecido por la ley para la celebración de la Décima Tercera Sesión Ordinaria de este Pleno y a la cual se ha convocado.

Señor Secretario, por favor proceda.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ, SECRETARIO TÉCNICO.-  Gracias Comisionado Presidente.

Procedo a pasar lista de asistencia a los integrantes de este Pleno. Están presentes los siguientes comisionados ciudadanos: Oscar Mauricio Guerra Ford, Jorge Bustillos Roqueñí, Areli Cano Guadiana, Salvador Guerrero Chiprés, Agustín Millán Gómez.

Señor Presidente, le informo que se encuentran presente los cinco comisionados ciudadanos, existiendo el quórum legal requerido para sesionar de conformidad al Artículo 70 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, así como al Artículo 17 del Reglamento de Sesiones de este Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Muchas gracias señor Secretario.

En virtud de que existe el quórum legal establecido, se declara abierta la Sesión.

Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo de los asuntos del Orden del Día de esta Sesión. 

Es necesario indicar que el desarrollo de la misma será de conformidad con el procedimiento establecido en el Artículo 21 del Reglamento de Sesiones de este Pleno.

Señor Secretario, haga favor de proceder a dar lectura a la Orden del Día.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- El Orden del Día de esta Sesión Ordinaria es el siguiente:

I. Lista de asistencia y verificación del quórum legal.

II.  Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del Orden del Día.

III.  Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acta de la Décima Sesión Ordinaria de este Pleno, celebrada el 16 de marzo de 2011.

IV.  Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueban los lineamientos en modificaciones a los lineamientos en materia de recursos financieros de este Instituto.

V.  Presentación, análisis y, en su caso, aprobación de los criterios para la asignación de comisión de trabajo fuera del Distrito Federal a los integrantes del Pleno de este Instituto.

VI.  Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo mediante el cual se aprueba el uso del sistema de captura de reportes estadísticos de solicitud de información para el cumplimiento del informe del ejercicio del derecho de acceso a la información pública y de datos personales.

VII. Presentación, análisis y, en su caso, aprobación del Proyecto de Acuerdo, mediante el cual se aprueba la integración del Comité Editorial de este Instituto en la línea de ensayos para la transparencia 2011.

IX. Presentación, discusión y, en su caso, aprobación de 30 Proyectos de Resolución de recursos de revisión interpuestos ante el InfoDF en materia de solicitud de acceso a la información.

X.  Asuntos generales.

Es cuánto, señor Presidente. 

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración esta Orden del Día señores comisionados. 

Si no hay ningún comentario, aquellos comisionados que estén de acuerdo con esta Orden del Día favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el Orden del Día de la Décima Tercera Sesión Ordinaria de este Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procedemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día consistente en la presentación, análisis y, en su caso, y aprobación del proyecto de Acta de la Décima Sesión Ordinaria de este Pleno celebrada el pasado 16 de marzo del 2011.

Señores comisionados está a su consideración el proyecto de esta acta.

Si no hay ningún comentario además de los que se han hecho llegar ya a la Secretaría Técnica, aquellos comisionados que estén de acuerdo favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.-  Por unanimidad se aprueba el Acta de la Décima Sesión Ordinaria de este Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes procedemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación del proyecto de acuerdo mediante el cual se aprueban los lineamientos en materia de recursos financieros del Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, por ello solicito con la aprobación de este Pleno para que la doctora María Emilia Janetti Díaz, Directora de Administración y Finanzas, exponga un resumen de este proyecto de acuerdo.

Si nos hace favor doctora.

C. MARÍA EMILIA JANETTI DÍAZ.- Buenos días. Este es el proyecto de acuerdo mediante el cual se aprueban las modificaciones que se indican en los lineamientos financieros, en materia de recursos financieros del Instituto.

Que mediante el acuerdo 104SO del 12 de marzo del 2008 el Pleno aprobó los lineamientos en materia de recursos financieros del Instituto vigentes, los cuales fueron modificados mediante el acuerdo 535SO del 28 de octubre del 2009.

Que de acuerdo con el Artículo 29, Fracción I, del Reglamento Interior del Instituto, es atribución de la Dirección de Administración y Finanzas proponer al Pleno, por conducto del Presidente, los ajustes y actualizaciones al marco normativo que rige la operación en materia de recursos humanos, financieros y materiales, así como lo relativo a contabilidad, servicios generales y archivos.

Que con la finalidad de actualizar los lineamientos en materia de recursos financieros del Instituto, en términos de la normatividad vigente, en materia presupuestal y fiscal en el Distrito Federal, así como hacerlos congruentes con la operación necesaria para la administración de los recursos financieros del Instituto, la Dirección de Administración y Finanzas propuso al Comisionado Presidente diversas modificaciones a los citados lineamientos.

Que las modificaciones propuestas a los lineamientos en materia de recursos financieros del Instituto son las siguientes: 

a) Se actualiza la normatividad referida en los artículos 1, 3, 4, 24, 26, 55, 56 y 82 para incorporar, correspondiente a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente del Distrito Federal y al Código Fiscal del Distrito Federal, así como los artículos 21, 31, 41 y 42, con la finalidad de homologarlos en la normatividad emitida por el CONAC y al nuevo clasificador por objeto del gasto.

b) Se modifica el numeral tres del Artículo 4, para incluir a las áreas de nueva creación que conforman la estructura orgánica del Instituto.

c) Se modifican los artículos 6 y 60, para establecer que la conservación de la documentación relativa a los activos fijos y demás elementos contables comprobatorios del gasto, será de acuerdo a lo dispuesto en la Ley de Archivos del Distrito Federal y a los plazos establecidos en el catálogo de disposición documental del Instituto.

d) Se modifican los numerales 28 y 30 del Artículo 4 para precisar las definiciones de los términos utilizados en los lineamientos.

Y finalmente el e) Se modifican los artículos 47, 59 y 64 para dar mayor precisión en la interpretación en su cumplimiento normativo y acorde a lo dispuesto en otras disposiciones.

Por todas estas consideraciones, se propone que se apruebe, primero, se aprueba modificar los artículos 1, 3, 4, 6, 21, 24, 26, 31, 41, 42, 47, 55, 56, 59, 60, 64 y 82 de los lineamientos en materia de recursos financieros del Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, en términos del documento que como anexo forma parte del presente acuerdo.

Segundo, el presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de la publicación respectiva en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

Y tercero, se instruye al Secretario Técnico para que realice las acciones necesarias para que la modificación aprobada mediante el presente acuerdo sea publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, así como para que se publique el presente acuerdo de forma integra en el portal de internet del Instituto.

Eso es todo señor Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, está a su consideración. 

Sé que el día de ayer hubo una reunión y que no hubo ningún asunto sobre este proyecto de acuerdo. Entonces si no hay nada más, sometería a votación el proyecto de acuerdo.

Estoy esperando este segundo. Ese minuto estoy esperando, Comisionado.

Entonces aquellos comisionados que estén de acuerdo con el presente proyecto, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad las modificaciones que ya se expusieron a los lineamientos en materia de recursos financieros de este Instituto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procedemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación de los criterios para la asignación de comisiones de trabajo fuera del Distrito Federal a los integrantes del Pleno de este Instituto, y por ello solicito, con la aprobación de este Pleno, para que nuevamente la doctora María Emilia Janetti pueda exponer este proyecto de acuerdo.

Si nos hace favor doctora.

C. MARÍA EMILIA JANETTI DÍAZ.- Gracias señor Presidente.

El acuerdo sería el siguiente:

Que mediante el acuerdo 341SO del 24 de octubre del 2007 el Pleno del Instituto aprobó los criterios para la asignación de comisiones de trabajo fuera del Distrito Federal a los integrantes del Pleno. Que el numeral 9 de los criterios para la asignaciones de comisiones de trabajo referidos en el considerando anterior, establece lo siguiente.

Nueve, de las comisiones de trabajo invariablemente deberá presentarse en la sesión inmediata que corresponda un informe por escrito, en el que se señalen las actividades realizadas, los objetivos alcanzados y la evaluación de resultados de la comisión, con independencia de lo establecido en los lineamientos en materia de recursos financieros del Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

Que con la finalidad de establecer una periodicidad específica para que los integrantes del Pleno rindan informes sobre las comisiones de trabajo que les son encomendadas en el Instituto, así como para homologar dicha periodicidad con los informes que rinden las unidades administrativas de forma trimestral al Pleno del Instituto, se considera pertinente modificar el numeral 9 de los criterios, para la asignación de comisiones de trabajo antes referido, antes citados.

Entonces el acuerdo sería el siguiente: se aprueba modificar el numeral 9 de los criterios para la asignación de comisiones de trabajo fuera del Distrito Federal a los integrantes del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal para quedar en los siguientes términos:

Nueve, los comisionados ciudadanos presentaran al Pleno, de manera trimestral un informe por escrito de las comisiones que hayan realizado, en el que se señalen las actividades realizadas, los objetivos alcanzados y la evaluación de los resultados de la comisión.

Además, deberá cumplir lo establecido en los lineamientos en materia de recursos financieros de este Instituto.

Segundo, este acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su aprobación.

Tercero, instrúyase al Secretario Técnico para que el presente acuerdo se publique en el portal de internet del Instituto.

Es todo señor Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, también sé que ayer en la reunión de trabajo se analizó esto y hubo una pequeña modificación que tenía que ver si estaban de acorde, que debían de estar de acorde obviamente con los lineamientos financieros estas cuestiones.

Ya quedo ¿no? Ya quedo, ya se hizo la modificación.

Y los de  forma hay que pasar la Comisionada Areli.

Entonces si no hay alguien más que quiera intervenir. 

Aquellos comisionados que estén de acuerdo con este proyecto favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueban las modificaciones a los criterios para la asignación de comisiones de trabajo fuera del Distrito Federal a los integrantes del Pleno de este Instituto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada y comisionados ciudadanos…

Bueno, agradecemos la presencia a la doctora María Emilia Janetti.

Y Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes procedemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación del proyecto de acuerdo, mediante el cual se aprueba el uso del Sistema, del Sistema de Captura de Reportes Estadísticos de Solicitudes de Información denominado SICRESI, para el cumplimiento al informe, de los informe del ejercicio al derecho de acceso a la información pública y de datos personales.

Por eso voy a solicitar al Secretario Técnico en ausencia del Director de Evaluación nos exponga el proyecto de acuerdo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Las consideraciones de este proyecto de acuerdo son las siguientes:

Que de conformidad con el Artículo 71, Fracción XII, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, es atribución del Pleno de este Instituto el solicitar informes y evaluar a los entes públicos respecto al ejercicio de derecho de acceso a la información pública.

Que así mismo, de acuerdo al Artículo 23 de la Ley de Protección de Datos Personales para el Distrito Federal, el InfoDF es el Órgano encargado de dirigir y vigilar el cumplimiento de la referida Ley, así como de las normas que de ella deriven, por lo que entre las atribuciones del Instituto se encuentra de conformidad al Artículo 24, Fracción X, solicitar y evaluar los informes presentados por los entes públicos respecto al ejercicio de los derechos previstos en la Ley de Protección de Datos Personales.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Gracias señor Secretario.

Bueno, ya tenemos aquí en el Pleno al licenciado David Mondragón Director de Evaluación, le pediría que siguiera con el proyecto de este acuerdo.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Con una disculpa, estaba atendiendo a gente de una Oficina de Información Pública.

Se presenta el presente acuerdo:

Primero…

Ah, tercer punto.

Tercero, a partir del reporte correspondiente al primer trimestre del 2011 del Sistema de Captura de Reportes Estadísticos de Solicitudes de Información, SICRESI, deberá ser utilizado por los entes públicos para el cumplimiento…

INTERVENCIÓN.- Tercer considerando.

C. DAVID MONDRAGÓN CENTENO.- Que en este contexto y a fin de facilitar estas labores por parte de las OIP's y hacer más eficiente el trabajo de análisis del ejercicio del derecho de acceso a la información pública, el Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, InfoDF, desarrolló un sistema informático al que se denominó Sistema de Captura de Reportes Estadísticos de Solicitudes de Información, SICRESI, cuyo objetivo principal estriba en simplificar y hacer más eficiente el proceso de generación de este informe.

Que entre otras ventajas derivadas de esta innovación tecnológicas destacan las siguientes: 

a) Se retoman la información contenida en la base de datos del sistema INFOMEX, con lo cual se evita la duplicidad de trabajos de captura.

b) El SICRESI reside en el servidor del InfoDF, por lo que para el primer trimestre del 2011 y en lo sucesivo, ya no se tendrá que capturar la información en hojas de Excel y remitirla vía correo electrónico al InfoDF

c) Al hacer la captura periódica en este sistema, diaria, semanal, quincena, etcétera, se dispondrá de información más actualizada para beneficios de los particulares y mejor seguimiento del InfoDF y las OIP’s, sin necesidad de esperar al corte hasta el final del trimestre.

d) Dado que el sistema realiza validaciones al momento de la captura, no se requerirá de tiempo adicional para la revisión manual de la información; es decir, si existen inconsistencias u omisiones en la información, el sistema lo notificará durante la captura, con lo que el operador de la OIP dispondrá de los medios necesarios para garantizar la confiabilidad de información previo a su remisión al Instituto.

Acuerdo, Primero, se aprueba el uso de Sistema de Captura de Reportes Estadísticos de Solicitudes de Información, SICRESI, para el cumplimiento del informe del ejercicio del Derecho de Acceso a la Información Pública y de Datos Personales.

Segundo, se abroga el acuerdo 243/SO/20-05/2009 de fecha 20 de mayo de 2009.

Tercero, a partir del reporte correspondiente al primer trimestre de 2011, el Sistema de Captura de Reportes Estadísticos de Solicitudes de Información deberá ser utilizado por los entes públicos para el cumplimiento de esta obligación, de acuerdo al manual que como anexo forma parte del presente acuerdo.

Cuarto, se instruye al Comisionado Presidente para que con el apoyo de la Dirección de Evaluación y Estudios comunique el presente acuerdo a los titulares y responsables de las oficinas de información pública de los entes públicos del Distrito Federal respectivamente.

Quinto, el presente acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación.

Sexto, se instruye al Secretario Técnico para que en el ámbito de sus atribuciones realice las gestiones necesarias para publicar los puntos de acuerdo aprobados en la Gaceta Oficial del Distrito Federal y de forma integra en el portal de internet del Instituto.

Es cuánto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Gracias licenciado Mondragón.

Bueno, también sé que en la reunión de ayer se hicieron algunos ajustes a los puntos del acuerdo que ya se incluyeron, y también se incluyo un considerando sobre el asunto de las pruebas pilotos y la capacitación que se realizaron previas a este para echar a andar este Sistema.

Si no hay ninguna otra intervención, aquellos comisionados que estén de acuerdo con este proyecto, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba el uso del sistema de captura de reportes estadísticos de solicitud de información SICRESI para el cumplimiento del informe del ejercicio de derecho de acceso a la información pública y datos personales, lo anterior fue por unanimidad.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, agradecemos la...

Los puntos del acuerdo serán publicados en la Gaceta.

Bueno, agradecemos al licenciado David Mondragón, siga atendiendo a la OIP.

Y entonces, Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la presentación del proyecto de acuerdo, mediante el cual se aprueba la integración del Comité Editorial de este Instituto en la línea de ensayos por la transparencia correspondientes al año 2011.

Por ello cedo la palabra al Secretario Técnico de este Instituto el licenciado José de Jesús Ramírez para que exponga el proyecto de dicho acuerdo.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Las consideraciones de este acuerdo son las siguientes:

Que de acuerdo con lo dispuesto por el Artículo 71, Fracción VI, de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del D.F., es facultad del Instituto elaborar y publicar estudios e investigaciones para difundir el conocimiento de la misma ley. 

Que tanto el programa como los lineamientos en materia editorial aprobados en la Décima Primera Sesión Ordinaria de este Pleno contemplan las siguientes líneas editoriales: ensayos para la transparencia, materiales de apoyo a la capacitación, materiales de divulgación institucional, materiales de educación cívica y proyectos de coedición, que en el caso específico de los ensayos para la transparencia éstos tienen como finalidad generar investigaciones que propicien conocimiento, valores y conciencia sobre los temas de transparencia y acceso a la información pública, protección de datos personales, rendición de cuentas, participación social, gobernabilidad, gobernanza y capital social.

Que de conformidad con el Numeral 9, Fracción I, de los lineamientos en materia de editorial, los trabajos correspondientes a la línea editorial, ensayos para la transparencia estarán normados por un Comité Editorial, conformado por dos comisionados ciudadanos y tres especialistas externos de reconocido prestigio, que por tal motivo es necesario que el Pleno apruebe la integración del Comité Editorial en la línea de ensayos para la transparencia 2011 el cual deberá sujetarse a los lineamientos en materia editorial, así como a su propio reglamento.

Así mismo, deberán garantizar el respeto a la libertad de expresión de los académicos e investigadores participantes, así como la imparcialidad, la diversidad de enfoques y la variedad de temas y autores, que el Instituto a invitado a participar en el Comité Editorial para el periodo 2011 en la línea de ensayos para la transparencia a tres reconocidos especialistas, con lo cual se fortalecerá la operación del Comité a través de sus opiniones, sugerencias y análisis tendientes a reforzar el carácter científico de las investigaciones y ensayos generados y publicados en el marco de esta línea.

A partir de lo anterior se emite el siguiente acuerdo:

Se aprueba la integración del Comité Editorial del Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal en la línea de ensayos para la transparencia 2011 para quedar de la siguiente forma:

Jorge Bustillos Roqueñí, Comisionado Ciudadano como Presidente del Comité; Areli Cano Guadiana, Comisionada Ciudadana, como integrante; Enrique Provencio Durazo especialista externo; Miguel Carbonell Sánchez especialista externo; Enriqueta Cabrera Cuarón especialista externa.

Segundo, Se instruye a la Dirección de Capacitación y Cultura de la Transparencia de este Instituto para que lleve a cabo las acciones necesarias para la integración del Comité Editorial, en la línea de ensayos para la transparencia 2011.

Tercero, El presente acuerdo entrará en vigor el día siguiente de su aprobación.

Y cuarto, se instruye al Secretario Técnico para que en el ámbito de sus atribuciones realice las gestiones necesarias para publicar el presente acuerdo en el portal de internet de este Instituto.

Es cuanto señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Licenciado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Sí, nada más agregar que con la calidad que tienen los especialistas externos que estamos invitando, esperamos mantener y está la calidad que ha tenido esta vertiente editorial del Instituto.

Y que entre los temas que estaremos poniendo sobre la mesa a consideración del Comité Editorial están, entre otros, el de derechos humanos, el de datos personales, el de medios de comunicación, procesos electorales y participación social, entre otros temas que pueden estar surgiendo.

Yo confío en que la calidad que guardan los expertos externos y obviamente la compañía de Areli en esta edición del Comité Editorial garantizará un buen producto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay nadie más.

Comisionado Agustín Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Desearle mucho éxito a esta nueva emisión del Comité Editorial, particularmente al Comisionado Bustillos y a la Comisionada Areli Cano.

Tenemos un Comité Editorial que a lo largo de estos años, sin lugar a dudas, se ha venido prestigiando. Me parece también de muy buen nivel el jurado externo que previamente lo discutimos los comisionados, como siempre lo hacemos, tratar de armonizar las diferentes personalidades que nos acompañan en esta tarea para enriquecer los diferentes comités editoriales que tiene el Instituto.

Entonces mucho éxito en esta nueva edición.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay nadie más. Entonces aquellos comisionados que estén de acuerdo con este proyecto favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba la integración del Comité Editorial ya indicado de este Instituto para la línea de ensayos para la transparencia 2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada y comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes procederemos al desahogo del siguiente punto del Orden del Día, consistente en la  presentación, discusión y, en su caso, aprobación de los proyectos de resolución de recursos de revisión interpuestos ante nuestro instituto en materia de solicitudes de información, por ello solicito, con la aprobación de este Pleno, para que el licenciado Omar Cortés Rojas, Director Jurídico de Desarrollo Normativo, proceda con la exposición en el orden ya acostumbrado. 

Si nos hace favor licenciado Omar Cortés.

Bueno, antes de darle la palabra simplemente quiero agradecer la presencia en esta sesión del pleno de la licenciada Jesina, Jesenia, perdón, Karina Arvizu, de la delegación Iztacalco. Gracias por acompañarnos a esta sesión.

Entonces, sí le pediría al licenciado Rojas si nos hace favor. 

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Sí, con mucho gusto. Buenos días Comisionada, comisionados. Que tengan buen día.

El primer proyecto que se somete a su consideración, es el relacionado con el expediente 206 de este año, 2011, el ente público recurrido el Fideicomiso para el Mejoramiento de las Vías de Comunicación del Distrito Federal. La información que se solicitó, los auxiliares del libro mayor de las cuentas bancarias del mes de diciembre del año 2010.

La respuesta del ente público indicó que no es competente para detentar dicha información pues al ser una entidad que opera con el registro federal de contribuyentes del Distrito Federal, sus operaciones son consolidadas por la Secretaría de Finanzas.

Las manifestaciones del particular son que el ente público no le entregó la información requerida y que obra en su poder porque la genera y la administra, toda vez que su manual administrativo establece como función de la Subdirección Administrativa de FIMEVIC administrar los recursos y realizar, controlar los pagos por adquisiciones de bienes o de gasto corriente.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes:

Mediante el oficio DGNIDRC/15904 el Director General de Contabilidad, Normatividad e Integración de Documentos de la Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de Finanzas da indicaciones al titular del sujeto obligado en virtud de que este opera con el RFC del Gobierno del Distrito Federal, así mismo se invoca como un hecho, hecho notorio en el procedimiento el oficio SFDF/SE/DAJ/1452010 integrado en los autos del recurso 1156 del 2010, en el cual la Directora de Análisis Jurídico adscrita a la Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de Finanzas informa a este Instituto que entre otros el FIMEVI es una entidad paraestatal que opera con el registro federal de contribuyentes del Gobierno del Distrito Federal.

En ese sentido, toda vez que conforme a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente del Distrito Federal corresponde a la Secretaría de Finanzas del Distrito Federal contabilizar y consolidar las operaciones de aquellas entidades que operan con el registro federal de contribuyentes del Gobierno del Distrito Federal a efecto de llevar la contabilidad del mismo, se concluye que el sujeto obligado atendió debidamente la solicitud de información al canalizarle al ente público competente.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración señores comisionados.

Si no hay ninguna opinión aquellos comisionados que estén de acuerdo con el sentido sea confirmar en los términos expuestos favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución 206/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTES ROJAS.- Relativo al expediente RR231/2011. El ente público recurrido la delegación Tláhuac. La información que se solicitó estados de resultados del mes de diciembre 2010, estado de variación en la Hacienda Pública. La respuesta del ente público fue referir que con base a la Ley del Presupuesto y Gasto Eficiente del Distrito Federal la Secretaría de Finanzas consolida la información contable financiera de las dependencias, órganos desconcentrados, delegaciones y entidades del Gobierno del Distrito Federal.

Las manifestaciones del particular son que el ente público no entregó la información requerida que obra en su poder y que el mismo ente genera, las consideraciones del proyecto son las siguientes:

Al tratarse de un órgano político administrativo y con base en lo establecido en la normatividad contable de la administración pública del Distrito Federal, el sujeto obligado forma parte del ente denominado Gobierno del Distrito Federal.

Ahora bien, aún cuando conforme a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente del Distrito Federal, la Delegación Tláhuac debe de llevar un registro de sus operaciones con motivo del ejercicio de su gasto autorizado de la misma normatividad no se advierte la obligación del ente público recurrido de elaborar estados de resultados, por lo que dicha atribución es de la Secretaría de Finanzas al ser la facultada para solicitar a las delegaciones la información contable para la realización de la cuenta pública del Gobierno del Distrito Federal.

En ese sentido, el sujeto obligado debió de haber canalizado la solicitud ante el ente público competente, situación que no aconteció. El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que canalice la solicitud de información ante la Secretaría de Finanzas.

Es cuanto comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a su consideración comisionados.

Si no hay ningún comentario, observación. Entonces quien esté de acuerdo con el sentido de la resolución que es modificar la respuesta impugnada favor de levantar la mano.

Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución 231/2011, si nos hace favor continuamos con el siguiente.

C. OMAR CORTES ROJAS.- Siguiente recurso es el relacionado con el expediente 232 del 2011. El ente público recurrido la Delegación Tláhuac. La información que se solicitó balanza de comprobación al 31 de diciembre del año 2010 a nivel de cuenta, subcuenta y subsubcuenta.

La respuesta del ente público fue que con base a la Ley de Presupuesto y Gasto Eficiente la Secretaría de Finanzas consolida la información contable y financiera de las dependencias, órganos desconcentrados, delegaciones y entidades del Gobierno del Distrito Federal.

Las manifestaciones del particular es que el ente público no entrego la información requerida que obra en su poder y que el mismo ente genera.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes:

Derivado de la naturaleza jurídica de la Delegación Tláhuac, al ser un Órgano Político Administrativo con base en lo establecido en la Normatividad Contable de Administración Pública del Distrito Federal, el sujeto obligado forma parte del ente denominado Gobierno del Distrito Federal.

Ahora bien, en relación con lo establecido en la ley de Presupuesto y Gasto Eficiente, si bien la Delegación Tláhuac debe de llevar un registro de sus operaciones con motivo del ejercicio de su gasto autorizado, también lo es, que de la misma normatividad no se advierte la obligación de que elabore balanzas de comprobación; por lo que dicha atribución es de la Secretaría de Finanzas, al ser la facultada para solicitar a las delegaciones la información contable para la realización de la cuenta pública del Gobierno del Distrito Federal.

En ese sentido, el sujeto obligado debió de haber canalizado la solicitud al ente público competente; situación que no aconteció. El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que canalice la solicitud de información ante la Secretaría de Finanzas.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna intervención, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar en los términos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el Recurso 232/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR259 del 2011. El ente público recurrido la Delegación Iztacalco.

La información que se solicitó: Información relacionada con el presupuesto asignado en diversas partidas presupuestales para los años 2010 y 2011, así como fecha, número, monto, partes, objeto y forma de adjudicación de los contratos con medios de comunicación de obra pública para servicios de telecomunicaciones y espectáculos o eventos culturales.
La respuesta del ente público fue proporcionarle información referente a los montos destinados a las partidas presupuestales, así como una relación de contratos celebrados en materia de obra pública para espectáculos o eventos culturales.

Las manifestaciones del particular son: Que el ente público no le proporcionó el nombre de los proveedores en las relaciones de contratos por obra pública y para espectáculos o eventos culturales.
Las consideraciones del proyecto son las siguientes: De conformidad con el Artículo 14, fracción 17 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, los entes deben de publicar una relación de los contratos que celebren, dicha relación debe de contar con el nombre o razón social de los proveedores. Y en el caso que nos ocupa, el particular solicitó las partes de los contratos. El requerimiento debía interpretarse como el nombre o razón social de cada uno de esos proveedores y así contribuir con la transparencia y rendición de cuentas al hacer pública la información sobre el ejercicio de los recursos públicos asignados.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada y ordenar al ente público que emita una nueva, debidamente fundada y motivada en la que proporcione el nombre o razón social de los proveedores con los cuales celebró contratos en materia de obra pública y para espectáculos o eventos culturales.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados. 
Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Simplemente lo señalo, es una cuestión de forma en la redacción del considerando cuarto, donde se, para abrir, dijéramos, en el considerando cuarto, se hace una referencia, prácticamente se hace una copia de lo que se dijo en el considerando segundo y hay que referirlo de otra manera. Pero hago la propuesta puntual a la Secretaría Técnica para mejorar esa redacción; pero en lo demás estoy de acuerdo con el sentido de la resolución. 
C. OSCAR GUERRA FORD.- Si no hay nadie más, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 259/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Sí, es el relacionado con el expediente RR230 del 2011. El ente público recurrido la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 
La información que se solicitó: Montos autorizados en la partida 3205 con clave presupuestal R09/SR01/A102TR1FF01 partida 3205 OROD1DG00TPSO, para la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal del 2011 al 2013, suficiencia otorgada para estos tres años.

La respuesta del ente público fue que de conformidad con el Artículo 47, último párrafo de La Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, indicó que dicha información no es competencia de la Asamblea Legislativa, motivo por el que procedió turnar la solicitud ante la Oficina de Información de la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

Las manifestaciones del particular son que el ente público le está negando información, toda vez que su respuesta es falsa, y se alega la entrega de lo solicitado por parte de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública o la de Hacienda por ser materia de Transparencia y Rendición de Cuentas.

Del análisis realizado a las funciones y atribuciones de la Asamblea, este Instituto concluye que, dentro de su ámbito de competencia no se encuentra el de la información solicitada por el recurrente, por lo que su agravio resulta infundado, toda vez que el ente público canalizó adecuadamente la solicitud formulada.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto, comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a su consideración, comisionados.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea confirmar, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 230/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.
C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relativo con el expediente RR207 del 2011. El ente público ha recurrido la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 
La información solicitada: Se actualice un documento adjunto de todos los expedientes recibidos en la Procuraduría Fiscal y Contraloría General, como resultado de todas las acciones realizadas por la Contaduría Mayor de Hacienda, que recibieron éstos.

Cuál es el resultado concreto, sancionados, nombre de los funcionarios, hechos, monto de sanción, tipo de sanción del mismo periodo y si se cobró o no. 
La respuesta del ente público es canalizar la solicitud ante la Contaduría Mayor de Hacienda y ante la Contraloría General del Distrito Federal. 
Las manifestaciones del particular son en el sentido de que el ente público debe de contar con la información porque a través de la Comisión de Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda, recibe los informes que le envía a la Contaduría Mayor de Hacienda.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: Después de revisar las atribuciones del ente recurrido y de los dos entes públicos ante los cuales se canalizó la solicitud, se arriba a la conclusión de que la Contaduría Mayor de Hacienda y la Contraloría General del Distrito Federal, efectivamente son competentes para atender la solicitud; no obstante, el ente público también debió de canalizar ante la Secretaría de Finanzas la misma.

El sujeto obligado al que está adscrita la Procuraduría Fiscal, que es la unidad administrativa encargada de substanciar y resolver responsabilidades resarcitorias, sin que sea obstáculo el hecho de que la Asamblea Legislativa, a través de la Comisión de Vigilancia de la Contaduría Mayor de Hacienda, reciba informes de la Contaduría, pues no se encontró disposición alguna a partir de la cual se pueda afirmar que los informes previo y de resultados, debe de aparecer la información requerida.
El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que mediante el correo electrónico oficial de su oficina de información pública turne la solicitud de información con el número de folio 27211, también ante la Secretaría de Finanzas del Distrito Federal.

Es cuanto, comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Presidente.
C. OSCAR GUERRA FORD.- De acuerdo con el sentido de la resolución; simplemente dos observaciones: Una, en la página 25, se hace relación a, que obviamente entra dentro de las competencias de la Contraloría Mayor de Hacienda, la Contraloría General, dice, “son competentes a atender los mencionados requerimientos, cada una de las partes que ya se ha precisado”. Eso está en la página 25.

Lo que se propone es que se incluya dentro de éstos, obviamente, a la propia Procuraduría Fiscal del Distrito Federal, dado que también es competente y, digamos, en términos de lo que se precise en qué, igual que los otros dos casos porque si no, no tendría sustento lo que estamos ordenando al final si no lo estamos motivando desde un principio, su competencia, ¿no?

También había que también precisar en ese mismo párrafo que en el ente recurrido no encontramos disposición alguna a partir de la cual se pueda concluir que cuenta con la información, ¿no? Es simplemente una palabra que yo creo que hay “opción”.
La otra es, como sabemos, esta solicitud y la veremos en el transcurso de este Pleno para otros dos sujetos obligados, y específicamente en el caso del 242, tenemos como un criterio distinto a esto sobre lo que estamos entendiendo por actualización. 
El solicitante pide actualizar ese cuadro y ese cuadro puede ser actualizado para las mismas fechas pero con información reciente de qué sucedió con esas cosas de ahí: las multas y ese tipo de cosas.
O en la otra que se pueda entender es que si el cuadro se termina en el 2006, pueda actualizarse hasta el 2008, que dado que la normatividad que también se revisa pero en el siguiente recurso, en el 242, sabemos que la de 2009 todavía no está en posesión, porque bueno, está en el proceso que estará a mediados de año.

Simplemente “seamos” congruente, esta resolución con la que está adelante. Yo soy de la idea que de hacerlas congruentes en un principio de máxima publicidad, entendamos la actualización como está entendido en el otro, que se vayan hasta el 2008 este cuadrito, ¿sí?, tal como está en el 242, que dice: Se concluyen –estoy hablando del…-, que la actualización que solicita únicamente podrá abarcar hasta la cuenta pública correspondiente al año de 2008, ya que por lo que hace al 2009 la Contraloría Mayor de Hacienda tendrá el informe de resultados, a más tardar el 15 de julio de este año, del 2011.

Entonces, ésa es mi sugerencia, que los hagamos congruentes y consistentes pero en el tenor del 242. Nada más.

Comisionado Salvador Guerrero.

C. SALVADOR GUERRERO CHIPRÉS.- A mí me parece que en esta ocasión tenemos un matiz, digamos, innovador respecto de lo que puede ser otra dimensión de la rendición de cuentas porque está planteando claramente un fenómeno que nosotros no hemos subrayado en ninguna ocasión, y/o porque no tuvimos oportunidad de hacerlo, entiendo yo.
En primer lugar, hay una clara reducción, independientemente de la actualización que se está sugiriendo, hay una clarísima reducción de las sanciones del año 2000 en adelante. Es una reducción dramática al grado de que en varios años tiene cero sanciones. 
Y por otra parte, pues no nos queda más que entender que existe como respuesta hipotética dos caminos o su combinación.

Número uno, mejoró el comportamiento de aquellos que hubieran podido ser objeto de reclamación sancionatoria, o número dos, mejoró la evasión de estos servidores públicos respecto de la normatividad. No sabemos cuál de las dos es o la combinación de ambas. Lo que es cierto es que del año 2000 a la fecha, hay una clara, dramática reducción de las sanciones que en este caso están reclamando, al grado de que en siete años hay un número cero en el cuadro correspondiente. 

No sabemos qué pasa en la actualización que se está pidiendo y que corresponde, en todo caso, a una proporción menor en años y, eventualmente en números si extrapolamos los resultados previos de lo que han sido las sanciones de las que estamos hablando. 

Entonces, me parece que es un fenómeno interesante, no obviamente desde el punto de vista estadístico, sino desde el punto de vista del comportamiento sancionatorio en la capital del país, que tiene que ver también pues con la Asamblea Legislativa y en particular con la Contaduría Mayor de Hacienda.

En todo caso, es un fenómeno interesante, yo creo que no hay que perder seguimiento de estos casos, yo creo, no recuerdo otro que tan claramente exhiba esta correlación entre años, sanción e inclusive el monto de las sanciones es relativamente reducido, y el monto total de las sanciones es el acumulado de los años previos, se refiere al año 96, 97, 98, eventualmente 99.

Pero todos los años, del 2000 al 2007 que ya están como datos aparentemente consolidados, exhiben tanto la reducción de las sanciones como la reducción de los montos. En el caso de los montos sí hay algunos montos, pero no se especifica del otro lado la sanción. Ahí yo no entiendo si faltó una correspondencia o establecer la correspondencia porque se exhibe cero y luego se exhibe un monto específico, no lo sé muy bien, quizá no interpreté muy bien.

Lo que sí es claro es que hay una clara, dramática reducción de las sanciones y no sabemos si es porque mejoró la capacidad del servidor público de evadir el procedimiento sancionatorio o mejoró el comportamiento del servidor público. Eso es algo que no podemos establecer, o la combinación, insisto, de ambas.

Gracias.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada Areli Cano.
C. ARELI CANO GUADIANA.- Sí, nada más para confirmar la propuesta del comisionado Millán de sus observaciones.

Lo que está solicitando es que se... 
C. OSCAR GUERRA FORD.- Fue el Comisionado Guerra.

C. ARELI CANO GUADIANA.- ¿Qué le dije, perdón?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Millán, se lo presento.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Perdón, Comisionado Guerra. 
C. OSCAR GUERRA FORD.- Adelante, Comisionada.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Sobre las observaciones que dio. ¿Es turnar a la Procuraduría del Fiscal? ¿Sí  es así?
C. OSCAR GUERRA FORD.- No, no, a la Secretaría de Finanzas, pero (…) depende. Pero porque estamos…
C. ARELI CANO GUADIANA.- Bueno, mi pregunta, así es. El planteamiento es que hiciera la Procuraduría Fiscal, en atención a que el propio proyecto viene que depende de la Secretaría de Finanzas. Entonces su turno es directo a la Secretaría de Finanzas. 
Y el hecho de que no se diga en el proyecto que o que se tiene que poner expreso que las instancias a las cuales se lo turnó no existió disposición alguna, que ésa es la propuesta que sugiere incorporar, que una vez revisada la normatividad, una vez revisada la normatividad no se encontró disposición alguna que fuera circunstancial. 

Esto no sé, pero ya viene en el proyecto, página 35, no sé si a estas observaciones se refiere, donde los dos párrafos dicen que una vez revisada la normatividad no se encontró la disposición alguna que pudiese concluir que el primero de los turnados tuviese competencia para detentar la información.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Para aclaración...
C. OSCAR GUERRA FORD.- Para aclaraciones Comisionada, porque, así como confundió mi nombre creo que también confundió lo que dije, ¿sí?

Una cuestión, obviamente dije que estoy de acuerdo con el proyecto y que hay que canalizar a la Secretaría de Finanzas y sé perfectamente que la Procuraduría es parte de la Secretaría de Finanzas.

Lo que dije es que en la página 25 donde se hace la alusión a que son competentes la Contraloría Mayor de Hacienda y la Contraloría General, no se hace alusión a qué es competente la Procuraduría y que eso es lo que nos permite razonar la orientación a la Secretaría de Finanzas, ¿sí?, no se hace. Si usted lo ve en el párrafo dice: Difusiones que nos permiten concluir que la Contraloría Mayor de Hacienda y la Contraloría General del Distrito Federal son competentes para atender los mencionados requerimientos.

Hay que mencionar ahí también ahí a la Procuraduría, o siquiera a la Secretaría de Finanzas, no tengo un problema. Pero –digamos-  obviamente la orientación debe ser a Finanzas que es el –digamos- el titular, bueno, está englobada ahí.

Y la otra, es cierto que lo dice un párrafo en hojas adelante, pero en esta hoja, en la hoja 25, con el objeto de ser consistente y congruente de que el ente recurrido no tiene disposición; ahí hay que ponerlo, dice: “En virtud de que todo lo puestos hasta este punto hemos revisado las atribuciones del ente recurrido”. Lo que yo propongo es que se diga: “sin encontrar disposición alguna que, -después se vuelve a decir, pero en este párrafo también hay que mencionarlo-, que nos…” O sea, si el párrafo para razonarlo es: revisamos al ente, no tiene disposición ninguna y después nos dimos cuenta quienes son competentes es la Contaduría, la Contraloría y Finanzas a través de la Procuraduría. Hay que incluir, que no es competente, en ese párrafo, aunque lo diga más adelante, y eso sí, también que la Procuraduría, o sea, la Secretaría de Finanzas. 
Eso fue lo que quise decir, Comisionada, lo que quise decir.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Pues Comisionado Oscar Guerra, en segunda vuelta.
C. OSCAR GUERRA FORD.- No, bueno, en esto de las aclaraciones mi asesora  me decía, para que quede claro. O sea, el que hay que poner en tenor del, o sea, el 242 hay que ponerlo en tenor de éste, en términos de que en éste sí se está haciendo la interpretación de que actualización es hasta el 2008, ¿sí? Y en el 242 es donde no se da esta interpretación.

O sea, a lo mejor lo dije al revés, o bueno, es que los dos se pongan al tenor, digamos, en el mismo, para ser consistentes y congruentes en las resoluciones en la interpretación de que la información debe actualizarse hasta el año 2008, por las razones que ya se exponen, ¿no?
Y la otra cuestión que quería mencionar, siguiendo la intervención del Comisionado Salvador Guerrero, es que en el 242, nuevamente, ahí sí se actualiza el cuadro y bueno, sabemos la información que ya en el 2002, en 2003 sí hubo sancionados, no hay ceros, son muy poquitos, eso sí, coincido: 3, 2 y 2, en términos de servidores y en particular hay 3 y 1 en esos años, y los años adelante siguen los ceros. 
El asunto de estas cuestiones, creo, creo también así como  hipótesis, puede ser y que es uno de los problemas que creo que también a veces nosotros sufrimos, que tiene que ver que estos procesos sancionatorios o no sancionatorios; o sea, procesos “de responsabilidad”, llevan a veces demasiado tiempo para tener una resolución.

Nosotros a veces lo vemos también en nuestras vistas que damos a la Contraloría cómo estamos ahí viendo resoluciones de hace dos años, porque, bueno, ahora, también yo entiendo pues que debe haber equilibrio en las partes, se debe obviamente respetar todos los procesos, todas las posibles etapas, etcétera, las diversas instancias, todo este tipo de cosas, y a veces eso hace pues que sí. Pero bueno, también entiendo que a un ciudadano sí le generaría decir: “bueno, y qué pasa”. O a lo mejor ya trabaja en todos muy bien, ¿no? Puede ser como usted decía, otra posibilidad. Nada más. 
Si no hay nada más, entonces someteríamos a votación el recurso. 
Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar, haciendo estas adecuaciones que se han propuesto, favor de levantar la mano.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el Proyecto de Resolución 207/2011. Se incluyen las propuestas del Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR241 del 2011. El ente público recurrido la Asamblea Legislativa del Distrito Federal. 
La información que se solicitó: copia certificada de un comunicado y copia simple de documentos que contengan la evidencia que respalda lo que el particular considera como afirmaciones en el contenido.

La respuesta del ente público que es que está impedido para expedir certificaciones a particulares. La información vertida en el comunicado no emana de la evidencia plasmada en un documento y el comunicado no contiene afirmaciones a las que llega el solicitante.

Las manifestaciones del particular es que el ente público le restringe el acceso a la información sin que haya participado como debiera el Comité de Transparencia.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: No se trata de un caso en el que se clasifique como reservada o confidencial la información solicitada, por lo que no era requerida la intervención del Comité de Transparencia del ente público. No obstante, parte del requerimiento no fue atendido satisfactoriamente, ya que si bien no está facultado para expedir copias certificadas a particulares, el sujeto obligado debió de haber enviado a particular el comunicado solicitado a través del medio electrónico gratuito y no limitarse a señalar que está disponible en su portal de internet.

Asimismo, parte de la respuesta fue incongruente, pues en lugar de pronunciarse sobre si ha llevado a cabo acciones o no, derivado del riesgo que se afirmó representa el edificio de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje, informó sobre las acciones efectuadas por el Diputado Guillermo Huerta Ling, con anterioridad a la emisión del comunicado en que está basada la solicitud.
El sentido del proyecto es modificar la respuesta para que el ente público proporcione el comunicado a través del medio electrónico gratuito y atienda congruentemente con parte de la solicitud.

Es cuanto, comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionada Areli Cano.

C. ARELI CANO GUADIANA.- La verdad es que es un problema el edificio de la Junta, eh, con estas consideraciones que hace o que hace el Diputado y estas medidas de protección civil que se están previendo realmente sí son importantes, ya tiene varios años ese edificio y ciertamente, creo que nada más hay una entrada y ni elevador; o sea, sí tiene complicaciones de protección civil.

Pero bueno, voy al punto, página 23 del proyecto. Cuando decimos que en cuanto a su primer agravio del recurrente, de que dice que le restringieron el acceso a la información que obra en sus archivos porque no pasó a Comité.

En la página 23 se dice que bajo estas circunstancias, le asiste a la razón al particular, porque evidentemente la ley no establece pues que se restringe el acceso y menos que cuando se restringe tenga que pasar a Comité. Ése es el dicho del recurrente.

En este párrafo le damos la razón al particular, posteriormente ya se aclara que su agravio es infundado, pero la lógica, como está construido estos párrafos pareciera que le asiste la razón y luego cuatro o cinco párrafos después decimos que con relación al punto uno resulta infundado su agravio. 
Entonces, me parece que no hay que hablar de lo que es. Ciertamente hay que decir como un párrafo genérico, que la ley o el ente público que por algún motivo niegue o determine información de carácter reservado tiene que pasar a Comité; eso es lo correcto. Pero sí corregir este apunte de que primero le asiste la razón y luego decimos que su agravio es infundado. Página 23 y 24.
C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Agustín Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Gracias, Presidente. 
Con relación a la entrega de la información relativa al comunicado que está pidiendo, ese comunicado de buscarán recursos para la Junta Local de Conciliación y Administrativa, nos parece que ahí lo que está pidiendo, bueno, es claro, que lo está pidiendo en copia certificada.

Y de la normatividad que se observa en el proyecto, no estamos concluyendo si el ente público cuenta con facultades expresas o no para certificar documentos de este tipo y entregarlos al público en general. Sin embargo, el proyecto señala que no se le localizó disposición alguna que contravenga a lo que asentó la autoridad, ahora recurrida, y su respuesta impugnada.

Es decir, no se hace, en nuestra opinión, un estudio normativo exhaustivo para realizar dicha afirmación. 
Debemos de tener en cuenta que si dejamos este criterio tal como se encuentra en el proyecto, estaríamos sentando un precedente relacionado con la imposibilidad, por parte de la Asamblea Legislativa de certificar documentos.

Por tanto, consideramos que la entrega del referido documento no debe hacerse en medio electrónico, sino que la autoridad recurrida esté en plena posibilidad de certificar dicha información y entregarla de esa forma al hoy recurrente.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑI.- Bueno, sobre lo último referido por el Comisionado Millán, tengo mis dudas, porque, y creo que estoy de acuerdo con la forma como se estudia en el proyecto que se nos presenta porque no habiendo autoridad, dijéramos, legitimada para certificar este tipo de documentos, que es una especie como de comunicados de prensa o algo similar, me parece que sería, no tendría un efecto útil hacer ese, señalamiento, ordenar esta entrega de este comunicado en forma certificada.

Ahora, por otro lado, yo a lo que me quería referir es a lo siguiente. Ahí tenemos que advertir que se trata de una información que se, que se busca una información que se desprende de un pronunciamiento de un Diputado. Vaya, no es la Asamblea en sí misma la que se está pronunciando, es un Diputado que en el marco de sus funciones, dijéramos, de sus tareas, hace una referencia a las condiciones en las que está el edificio de la Junta de Conciliación y Arbitraje, y él lo que quiere es buscar los elementos en los cuales basó su declaración este Diputado. 
Por lo mismo, dijéramos, para abonar a esta circunstancia, considero que sería importante incorporar este factor incluyendo el nombre del integrante de la Asamblea Legislativa, desde la página 33, en el punto B, donde estamos hablando de los términos en los que debe resolverse el recurso, advirtiendo pues que la Asamblea debe pronunciarse sobre si han llevado acciones derivadas del riesgo que afirmó el Diputado fulano de tal, ¿no?, en el comunicado equis y que representa, que si se aborda el riesgo que representa el edificio de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje.
Y, finalmente, incorporar también este factor en el resolutivo en donde debemos señalarlo de esta manera: que se pronuncie si ha llevad a cabo acciones o no derivado del riesgo que afirmó el Diputado Huerta Ling en el comunicado titulado, etcétera, sobre las condiciones en las que opera el Edificio de la Junta Local de Conciliación y Arbitraje.

Ese sería mi comentario.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Agustín Millán. 

Por alusiones personales.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Gracias, Presidente.  Un poco para reaccionar a esta posición encontrada entre el comisionado Bustillos y un servidor. 

Realmente no entendía bien el argumento de peso para decir que no podríamos obligar a la Asamblea Legislativa de que entregara una copia certificada de un comunicado que fue elaborado, sin lugar a dudas, por la Asamblea Legislativa.

Yo no advierto, ni dentro del proyecto ni dentro de la normatividad de la Asamblea disposición expresa que contradiga, que limite esa posibilidad, digamos, para expedir copias certificadas, incluso, de los comunicados de prensa. 
También se los refiere, por parte del comisionado Bustillos, que no es una declaración de la Asamblea Legislativa, sino de un Diputado, pero es un Diputado que trabaja en la Asamblea Legislativa y forma parte de esa organización.

Es cuanto, Presidente. 
Gracias.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada Areli Cano.
C. ARELI CANO GUADIANA.- A ver, nada más para aclarar esta consideración que viene en el boletín.

No es una referencia del Diputado, y eso lo hace saber la Asamblea al recurrente. Se dice que la afirmación de la existencia de hacinamiento, falta de espacios para atender a los visitantes, así como la carencia de salidas de emergencia y espacios para poner a salvo a las personas en caso de presentarse un sismo o emergencia, no está plasmado en el comunicado de referencia.

Esa consideración ya se la dijo la Asamblea al recurrente, toda vez que la narrativa del autor del comunicado no es el Diputado; o sea, Diputado no dijo eso que aparece ahí. Lo que dice el Diputado, dice este comunicado, es hacer constar, lo que hace constar es esos hechos que ya existen, no de afirmar estos acontecimientos, dice en la página 27, la información que requiere no coincide con las afirmaciones del Diputado.

Entonces, no es que las haya dicho el Diputado, viene en el comunicado y lo que él hace es, constata que eso existe, que hay hacinamiento, que hay pocas salidas, que solamente hay complicaciones de seguridad para las personas. Pero eso no lo está diciendo el Diputado.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?
Comisionado Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Lo que se advierte en el análisis que se hace en el proyecto, es que no hay una disposición normativa que faculte a algún funcionario de certificar estas copias para particulares; o sea, y se abunda en ello, citando el Código de Procedimientos Civiles del D.F, que dice en su Artículo 327, Fracción V, que son documentos públicos, que con relación a documentos públicos, a certificaciones de constancias existentes en los archivos públicos expedidas por funcionarios a quienes competa hacerlo.
Y como en el caso del Metro, ¿recuerdan ustedes ese tipo de norma interna que impide a los funcionarios del Metro certificar, salvo que sea requerido por una autoridad, salvo que sean determinadas condiciones son las que facultan a determinado funcionario, determinada dirección, determinadas unidades administrativas a certificar los documentos?

En este caso lo que estamos observando es que hay límites de autorización para la certificación dentro de la Asamblea, entonces es por eso que el proyecto concluye que esa parte no se le puede conceder.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Millán, para alusiones o su intervención.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- No fui aludido, entonces una intervención, señor Presidente. Muchas gracias.

Nada más simplemente aclarar que yo jamás puse en boca del diputado que él hubiera referido estas cuestiones. Es un comunicado elaborado por la Asamblea Legislativa del cual se quiere una copia certificada.

Y para aludir directamente al Comisionado Bustillos yo diría el caso del metro evidentemente es una situación distinta, porque ahí hay una normatividad expresa donde se establecen justamente las restricciones del área que hacen las certificaciones para casos muy específicos y determinados.

En el caso de la normatividad de la Asamblea Legislativa yo también traté de hacer una revisión y no encontraba ninguna restricción, lo que pongo sobre la mesa es que hay un comunicado de la Asamblea Legislativa donde el recurrente le está atribuyendo esas declaraciones al diputado, quizás fue una interpretación, una valoración que hace el área de Comunicación Social, pero de eso quieren justamente una copia certificada y nosotros estamos ordenando la entrega simplemente de esa información que está en su portal; o sea, no le estamos atendiendo propiamente la modalidad y me  parece que con base en ello estaríamos entonces sentando un precedente de que la Asamblea Legislativa no puede entregar copia certificada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada Areli Cano.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Lo que pasa es que en la página 23, y eso no está en el proyecto, dicen esos artículos, lo fundamenta, comisionado Millán, en los artículos 71, Fracción III del Reglamento Interior de la Asamblea, y 38 Fracción XI de la Ley Orgánica; según al proyecto dice que estas disposiciones impiden a la Asamblea realizar certificaciones a particulares agregando que el documento publicado está en su portal. Entonces, según el proyecto está el fundamento, nada más habría que verificar con la Dirección Jurídica, porque no se transcribe ni se cita su contenido si efectivamente si efectivamente esas disposiciones prohíben certificar documentos. No los tengo yo aquí, habría que solicitarlas ahorita a la Dirección Jurídica  para fortalecer, si es el caso, el argumento que viene en la página 23 y que es su preocupación de que no existe ningún fundamento que la Asamblea certifique los boletines.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Le voy a dar la palabra al licenciado Omar Cortés, para que nos haga estas aclaraciones.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- El contenido de esta normatividad que citamos en este párrafo de la página 23, efectivamente no existe una prohibición para certificar, lo que señala esa normatividad es cuándo sí permite certificar. Es en este caso como lo señalamos en el proyecto cuando se trate de expedir certificaciones de actas y documentos relacionadas con las sesiones de los grupos parlamentarios.

Hay un principio general del derecho que dice que lo que no está permitido expresamente para una autoridad está prohibido, o sea, aquí no necesariamente debe existir una norma que le prohíba certificar, más bien debe de estar la norma que le permita certificar. En atención a esta normatividad lo que le está permitiendo es certificar únicamente documentos relacionados con las sesiones que solicitan los grupos parlamentarios, los diputados o cualquier otra autoridad, pero no así el documento en este caso que está en un portal de internet y que es solicitado por un particular.

Es cuanto, comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más? 

Comisionado Agustín Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Perdón, pero no coincido. Aquí se habla de copias certificadas para la Coordinación de Servicios Parlamentarios. Entonces, el actuar de toda la Asamblea Legislativa que no tenga que ver con el área de Coordinación de Servicios Parlamentarios, vuelvo a insistir, estaríamos marcando un precedente, se trata de certificar un comunicado de prensa, de algo que salió, que es un documento público de la Asamblea Legislativa, entonces debemos de ordenar la entrega en la modalidad requerida.

Entonces, no podemos ceñirnos a facultades expresas que se tiene en el reglamento interior o en la ley orgánica que faculta al área de servicios parlamentarios a certificar en determinadas circunstancias.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Licenciado Omar Cortés, léanos específicamente la normatividad que dice.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Los artículos 71, Fracción III del Reglamento para el gobierno interior de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal señalar textualmente lo siguiente:

Artículo 71, corresponde a la Coordinación de Servicios Parlamentarios, Fracción III, expedir en los recesos de la Asamblea Legislativa las copias y certificaciones de actas y documentos relacionados con las sesiones del Pleno y diputación permanente, así como aquellas de los demás documentos emitidos por las comisiones y comités de la Asamblea que soliciten los grupos parlamentarios, los diputados o cualquier autoridad competente.

Posteriormente el Artículo 38, Fracción XI de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal nos señala en su Fracción XI, Artículo 38, las Secretarías realizarán las siguientes funciones: Fracción XI, expedir previa autorización del Presidente de la Mesa Directiva las copias y certificaciones de las Actas y documentos relacionados con las sesiones que soliciten los grupos parlamentarios, los diputados o cualquier autoridad.

Es cuanto, comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos que estén de acuerdo con una cuarta vuelta, favor de levantar la mano.

Comisionado Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Sinceramente me parece una discusión ociosa, porque cuando los particulares piden copias certificadas nunca estudiamos en el marco normativo del sujeto obligado si tienen competencias para expedir copias certificadas. No recuerdo una discusión de ese tipo, o sea, estamos hablando de un documento que sale de la Asamblea Legislativa y que en ningún momento la autoridad niega de la existencia de ese documento, lo que sí afirma categóricamente esas no fueron las declaraciones de este diputado.

Entonces, lo que estamos poniendo sobre la mesa es si le debemos de entregar la copia certificada de ese comunicado o no, porque la valoración que estamos haciendo con base en lo que nos propone el proyecto es, como no hay facultades, entonces te entrego una copia simple. Y me parece que estaríamos, insisto, marcando un precedente, porque en todos los casos las autoridades, prácticamente yo diría la mayoría de las instituciones públicas del Distrito Federal no hay una norma expresa que diga que tienen que expedir o que tienen facultades para expedir copias certificadas en determinadas circunstancias, salvo el metro.  

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Lo que pasa es que yo lo que veo de aquí de este Artículo 71 y de este Artículo 38 es que habla de funciones específicas de una coordinación y luego de Secretarías para cosas específicas, pero eso no puede decir que entonces no pueden certificar todo; o sea, tenemos que revisar todas.

Y habla sobre el reglamento para el gobierno interior de la Asamblea, es para una función específica, a lo mejor la más importante no lo niego, de la Asamblea, pero hace otro tipo de funciones.

Yo te diría si la Asamblea se va a un juicio mercantil, una cosa así, y un juez le ordena una copia certificada de estados financieros no los va a poder dar porque aquí dice que no, pues no. Yo creo que lo que está especificando aquí es un procedimiento de cómo se dan copias certificadas de las actas de las sesiones, que son cosas obviamente muy importantes y que tiene el Presidente en este caso autorizarlas, pero creo que esto no niega la otra posibilidad de que pueda certificar otros documentos.

O sea, no está la prohibición si dijera: “La Asamblea Legislativa no podrá certificar porque cualquier oficina pública puede certificar documentos a salvo que lo tenga expresamente prohibido, como es el caso del Metro, aquí no dice: “La Asamblea no podrá certificar y sólo podrá certificar este tipo” Creo que habla de cosas muy específicas para funciones sustantivas de cómo se debe de dar ese procedimiento. Y eso es importante para que no cualquier gente esté certificando actas de las sesiones del Pleno o de las comisiones.

Entonces, creo que no es tan contundente –por decir de alguna forma- el argumento de que no pueda certificar este tipo de asuntos, en este caso un boletín, que es un boletín oficial emitido por la propia Asamblea.

Yo le diría –y con esto termino- si al InfoDF nos pidieran que ahorita certificáramos el boletín que mandamos por el 5º Informe, en nuestro reglamento en ningún lado dice que sí o que no. Por eso es que nos están diciendo que no tiene en el reglamento, que sólo tiene la autorización para esas cosas y  no todo lo demás, aquí dice quién certifica, eso sí, quién tiene la competencia, pero no dice qué tipos de documentos.

Entonces, yo creo que sí entregaríamos un boletín certificado. Creo que la Asamblea no tendría ningún problema en ese sentido. Habría que revisar, y no sé, tenemos que conocer las funciones que tiene la Dirección Jurídica o no sé si se llama Dirección Jurídica de la propia, no tiene nada, sí tiene funciones, no tiene nada referente a certificarse.

El argumento no se me hace contundente para decir que no se puede certificar este tipo de boletines.

Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Lo ideal sería que como nosotros no tenemos una restricción para certificar y que eso lo aplicáramos al metro y a todo mundo.

En la normatividad de la Asamblea, igual que en la del metro sí existe una disposición de que cuando la información sea requerida por una autoridad se entregue certificada. Sí existe la normatividad dentro de la Asamblea. O sea, que esa hipótesis de que si alguien le requiere información a la Asamblea alguna autoridad no se podría entregar certificada. Sí se puede entregar certificada.

Y aquí el problema viene en dos sentidos también, nosotros no le estamos solicitando la información, la está pidiendo un particular, y la dificultad viene por dos lados, primero está pidiendo copia certificada de un boletín electrónico de un documento electrónico, está pidiendo información certificada de un boletín electrónico; y segundo, si le ordenamos que se certifique, ¿quién sería el funcionario autorizado para certificar en la Asamblea, si la normatividad interna habla explícitamente quién, cuándo, cómo y qué cosas sí y qué cosas no?

Entonces, estaríamos en el mismo caso del metro y al metro le hemos dispensado y no le hemos echado este discurso de apertura, de decir todo tiene que certificarse; o sea, sí hay normatividad expresa, digo que está mal que se limite la certificación de documentos que obran en su poder, pero si ordenamos quién va a ser la autoridad que se aviente el boleto de certificar cuando tiene expresamente delimitado su campo de autoridad para certificar. Ese es el problema.

Yo por eso insisto, creo que está bien resuelto en ese aspecto.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por alusiones, Comisionado Presidente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Además yo creo que en el caso del metro el de la Asamblea, en el del metro es contundente la normatividad y dice que no podrá certificar, aquí no lo dice, y dice sólo en qué casos podrá certificar el metro. Aquí no está esa cuestión. Dice que podrá certificar las actas y cómo, pero no hay una cuestión expresa que diga que no puede certificar, como sí es el caso el metro, y ahí la norma que ellos tienen es clara y contundente y por eso ahí no hemos dicho nada. Aquí yo no veo esa contundencia.

Y bueno, doy un acto de fe de que el jurídico revisó perfectamente el manual de todas las funciones y que queda claro que ninguna área de la Asamblea puede certificar o tiene esa función como la tienen en otras áreas. Yo entiendo que esa cuestión está ahí para expresar un proceso de certificación, de documentos sustanciales de la autoridad de la Asamblea, que son obviamente las sesiones del Pleno, los acuerdos que estaban en Pleno y en Comisiones, pero que eso no limita y excluye lo otro, pero bueno. Si no está en ninguna dirección ni en ninguna unidad obviamente sí se entiende ya como dijo el Director Jurídico, que si no está explícitamente pues obviamente no pueden hacer esa función.

Comisionado Salvador Guerrero.

C. SALVADOR GUERRERO CHIPRÉS.- Bueno, efectivamente me parece que no hay una contundencia ni de un lado ni de otro. Entonces, hay diferentes formas de presentar un razonamiento para llegar a un cierto tipo de conclusión.

Si nosotros aplicáramos una lógica muy simple que es común y es ocupada normalmente por la comunidad de los abogados y de cualquier otra persona que utiliza lógicamente lo que está en la letra, en el derecho, hay una norma general que es nuestra ley de Transparencia, la ley de Acceso que se supone esta ley de Transparencia está planteando que se pueden generar copias simples y copias certificadas, en ningún momento es limitativa y esa es la norma general que gravita sobre las otras normas. Ese es un principio que está ahí lógico.

Y por otra parte, en consecuencia dado que se permite las copias certificadas y las simples se implica que nunca existe, al menos no en la letra de nuestra ley especial, nunca se establece que hay condiciones que supediten nuestra ley a ninguna norma de ninguno de los entes obligados.

O sea, en ningún lado veo yo que haya una subordinación obligada de nuestra ley a las condiciones específicas que establezca el ámbito de normatividad de un ente determinado.

Entonces, desde ese punto y a partir de ese razonamiento a mí me parece que el artículo 71 y la Fracción III que se enumera en la página 3 del Recurso de Revisión, al plantear que cualquier autoridad competente puede solicitar el documento establece la posibilidad de que nosotros convertidos en esa autoridad a partir de la petición del particular podamos solicitar la copia certificada del boletín de prensa. Es el razonamiento lógico.

Ahora, dice bien como mencionó Jorge Bustillos, ¿quién sería? Bueno, el Artículo 71 establece de manera enunciativa las facultades que tiene la Coordinación de Servicios Parlamentarios quien se vería a petición de autoridad competente obligada a entregar la copia certificada del documento. Esa sería la respuesta desde ese punto de vista, no que esté a favor o en contra, sino desde ese punto de vista de lógicas que se pueden encontrar y que se pueden derivar de la propia interpretación lógica que podemos hacer de nuestra propia ley existe en resumen norma general, la ley de Acceso que no limita a copias simples o certificadas, y que esta ley no está subordinada de ninguna manera a ninguna de las normas de los entes obligados.

Entonces, en ese sentido yo diría que lo lógico es la certificación que está sugiriendo el comisionado Millán, quien por otra parte no ajeno a esta respetable lógica de presentar contradicciones con afirmaciones nos dice que no es relevante. Yo creo que es muy relevante, entonces no es ociosa la discusión y creo que sí corresponde con nuestro actuar y con nuevas formas de hacer las cosas en estos meses que nos quedan como comisionados entender esto de la manera más amplia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Por alusiones personales, comisionado Jorge Bustillos y luego el comisionado Millán por el mismo motivo.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Creo que sí es relevante tomar una decisión sobre este tema, porque sería la primera vez que estaríamos ordenando certificar boletines electrónicos de un ente público, ¿sí, Oscar?, estaríamos ordenando certificar boletines electrónicos; y segundo, con el riesgo de que se convierta en insolventable porque no hay autorización jurídica específica hacia un funcionario para que certifique el boletín electrónico.

Entonces, con ese riesgo y como creo que pinta la decisión de esta resolución creo que estaríamos ante esos riesgos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Por alusiones, comisionado Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Obviamente cuando el comisionado Salvador Guerrero retoma mi argumento de que me parece que pudiera esto no ser tan relevante es porque nunca hemos discutido realmente en otras ocasiones cuándo indicamos que se entreguen las copias certificadas que piden los particulares y no revisamos si hay una normatividad expresa de los sujetos obligados en ese sentido.

Recuerden ustedes que la Suprema Corte de Justicia de la Nación le pidió a la Asamblea Legislativa todos los expedientes relativos a los matrimonios gay y nunca se pone en cuestión quién es la autoridad dentro de la Asamblea Legislativa que tendrá que expedir esas copias certificadas.

Y aquí otra vez una discusión en términos de que si únicamente se va a entregar copia certificada de documentos en papel, versus los  documentos que existan en un archivo digital. Los archivos digitales y los archivos en papel, parte del acervo documental de la gestión de todas las instituciones públicas, de tal forma que no debe de haber ninguna diferenciación en ese sentido.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada Areli Cano.

C. ARELI CANO GUADIANA.- No creo que sea ociosa y hay que darle el tiempo, Comisionado Millán, a éste hay que darle el tiempo porque de eso se queja, a lo mejor no lo teníamos en otros recursos porque a lo mejor su agravio no se centraba en esta circunstancia, pero el recurrente nos invita a discutir y a dar un pronunciamiento sobre si es factible darle la modalidad de copia certificada o no. También el ente dice que no tiene facultades para certificar, por eso hay que entrar.

Ahora en el caso del metro le hemos entrado a esas discusiones.

Para el caso del metro su atribución dice: “Corresponde a la Gerencia Jurídica, Fracción VI, expedir copias certificadas previo cotejo de los originales de los documentos que obren en los expedientes de las áreas del organismo cuando deban ser exhibidas por servidores públicos del Sistema de Transporte en toda clase de procedimientos administrativos y judiciales, o ante órganos de control”. Entonces, aquí lo circunscribe a procedimientos administrativos y judiciales.

La disposición de la Asamblea igual la circunscribe derivado de su materia las actas, a los documentos relacionados con lo que pasé en las sesiones del Pleno. ¿Y por qué vienen dos? Corresponde la Coordinación de Servicios Parlamentarios certificar cuando estén recesos, cuando está en Pleno le corresponde certificar a la Presidenta o al Presidente de la mesa.

Entonces, cuando nosotros ordenemos que emitan la certificación le vamos a ordenar al Presidente de la Mesa que certifique el boletín de prensa.

Entonces, estas disposiciones están enfocadas a cumplir atribuciones sustantivas de los respectivos órganos, en este caso el de la Asamblea Legislativa.

Coincido en la parte en que no está del todo contundente en el proyecto. ¿Por qué? Porque están señalados los artículos y no hay un razonamiento, lo que decía el Director Jurídico: “Es que ninguna norma te va a establecer algún impedimento” Es que aquí lo están previendo como un impedimento, le impiden certificar en lugar de haber puesto que solamente le permite a la Asamblea certificar.

A veces prohibir en el argumento algo que no te prohíbe la norma pues nos puede llegar a este tipo de confusiones. Lo que sí es cierto es que está en discusión el tema porque es tema de discusión en el recurso porque es parte del agravio del solicitante; denme copias certificadas y me lo dieron en medio electrónico, por eso me estoy quejando. Entonces, eso nos permite a nosotros tener que advertir quién tiene la razón.

Yo lo que creo que es una salida es el propio Artículo 11. Efectivamente la ley de Transparencia te dice modalidad, copia simple, electrónica y certificada, pero aquí la sugerencia que tengo es que el propio ente, la propia Asamblea tiene que pronunciarse si efectivamente existe esa factibilidad de entregarla. ¿Por qué? Porque dice el Artículo 11: En caso de no estar disponible en el medio solicitado la información se proporcionará en el estado en que se encuentra en los archivos del ente público. La Asamblea tiene que razonar por qué no es factible entregarle esa modalidad que quiere el solicitante y si no es así darle la modalidad por el cual la tiene. Pero me parece que ahí podríamos resolverlo.

Porque sí coincido con la mayoría que se ha manifestado, no es contundente el argumento que está en la página 23, tampoco se explica que estos artículos que se señalan están enfocados a certificar evidentemente la función sustantiva que sale o que resulta de las sesiones del Pleno de la Asamblea, o bien cuando están en recesos de la función sustantiva cuando se trate de diputación permanente o cuando se trate de documentos que determinen sus respectivas comisiones.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Razonamiento del voto, Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Estoy de acuerdo con esta última propuesta. Yo iba a hacer una propuesta anterior, que era a lo mejor de bajar el recurso, hay posibilidades de poderlo resolver en tiempo la próxima semana. Esta es una posibilidad, simplemente vuelvo a decir, sí me gustaría en mi caso revisar más a detalle el manual de organización y funcionamiento de toda la Asamblea, principalmente de direcciones como la Jurídica, la de Comunicación Social y Administración de la Oficialía Mayor. Se me hace raro que sólo la Asamblea pueda certificar este tipo de documentos que, vuelvo a insistir, es su función esencial, eso me queda claro, ¿pero qué otros documentos? La Asamblea también hace muchas otras cosas, y tiene un presupuesto y tiene muchas otras cosas que sólo eso puede hacer. Se me hace que ahí se aclara para ese tipo de funciones, habría que ver la otra cuestión.

Creo que la salida que da la comisionada Areli Cano también es posible porque permite decir, hasta yo entendí: “Dásela en copia certificada, si no, motívala y fundamente cuáles son las razones por las cuales”, y entonces ahí nos habríamos enterado porque nosotros estamos haciendo la tarea, entérame por qué. Y que nos diga: “No, mira yo sólo puedo certificar esto y esto no lo puedo certificar” Y entonces dásela en la otra opción. Es una salida y entonces buscamos que la Asamblea, porque le estamos ordenando de alguna forma que la dé certificada si puede, si no, funde y motive por qué no puede entregarla en la modalidad pedida y entonces ahora sí se la pide se la dé en forma electrónica o en la forma que lo tiene.

El otro asunto que pone el comisionado Bustillos es que si podemos certificar cosas electrónicas, es una discusión interesante que no hemos tenido, que habría que ver, pero los boletines de prensa están en la página electrónica, pero son boletines que se escriben y son documentos también impresos.

Entonces, en ese sentido sí habría esa posibilidad como cuestión impresa, pero creo que es una discusión que tendremos que dar, más si ahora estamos nosotros como Instituto y no sólo nosotros orientando a que digamos mucho del archivo y de la información sea de forma electrónica pues entonces ahí vamos a crear a veces algún conflicto, creo que es un tema que le debemos entrar en dado caso normar nosotros también en la parte que nos corresponde.

Yo en esta idea de no prolongar más los recursos, yo tenía esta idea de bajarlo, pero creo que la salida que da la comisionada Areli Cano yo me quedaría con ella, con el objeto de resolver, ordenar la entrega en copia certificada, si no se puede se funde y se motive, por qué no, y entonces se entregue de forma electrónica.

Sería mi razonamiento del voto.

Para razonamiento del voto, comisionado Guerrero.

C. SALVADOR GUERRERO CHIPRÉS.- Bueno, a mí me parece que la parte recuperable de todos nosotros es que estamos tratando de encontrar una salida a algo que no es suficientemente claro y ya se dijo, no suficientemente contundente.

Me parece que el ordenarle a la Asamblea que entregue la información certificada y si no puede que la niegue es abrir la posibilidad de que ocurra lo segundo, es decir, que la niegue. Y me parece también que eso supone subordinar la ley especial, nuestra ley de Transparencia a la normatividad secundaria interna de la Asamblea Legislativa, lo cual no podríamos hacer en la lógica misma de la interpretación jurídica de cualquier escenario normativo.

Entonces, como nosotros no podemos subordinar la ley que la propia Asamblea aprobó para tratar estas cuestiones que le dan facultades a los comisionados y competencia al Instituto de Acceso a la Información Pública, como no podemos hacer eso, no podemos sugerir que la Asamblea se imponga sobre la ley especial, que es la ley de Transparencia, yo sugeriría que mantengamos ese criterio y que lo reconozcamos. Y creo que es posible plantear que de una vez se solucione a favor de que se entregue la copia certificada no eventualmente de la parte digital. Ya hubo una discusión en el 007 de este año donde también algunos comisionados proponíamos que se permitiera la certificación de algunos documentos que estaban digitalizados y planteábamos lo lógico, bueno si no se puede certificar la digitalización, sí se puede certificar la impresión de lo digital. Entonces, primer paso: imprimirlo; segundo paso: certificar lo impreso, ahí no hay prohibición.

Tiene razón la comisionada Areli Cano cuando plantea que hay dos espacios de la normatividad porque son dos tiempos: uno, el tiempo del receso donde se habla específicamente en los artículos 71 de las competencias que tienen que ver con certificación, y otro espacio donde se habla de otra autoridad en la Asamblea.

En cualquiera de los casos es posible cualquiera de las dos autoridades, si está en receso o no lo está, que ocurra este proceso de certificación de la parte impresa de la información digital que se está solicitando.

Entonces, a mí me parece que sí es posible, no es indispensable bajarlo, si lo vamos a bajar para tratar de encontrar un consenso que favorezca a quien está recurriendo la información y no estamos tratando de equilibrar una situación que debe ser desequilibrada a favor del solicitante y del recurrente pues podríamos bajarlo, pero si lo vamos a bajar simplemente para fortalecer una noción según la cual la Asamblea tiene que estar exactamente en las mismas condiciones que el recurrente a pesar de que eso no se establece ni en la norma de la Asamblea y mucho menos en la ley de Transparencia creo que estamos equivocados.

Entonces, hay dos opciones: si lo vamos a bajar tendría que ser para tratar de ampliar las facultades, tratar de precisar que la Asamblea por supuesto tiene facultades para ello o de otra manera que esta discusión permita desahogar que sí existe la posibilidad de mantener, por decirlo así, la soberanía de esta ley de Transparencia sobre la normatividad de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal.

Entonces, ese es el criterio que yo creo que podría guiarnos, pero eventualmente sí estamos sujetos a la decisión de todo el Pleno.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Creo que estoy viendo que se baja, estuvo tentado pero bajó, solito creo que reconsideró inmediatamente y creo que está bien.

Estaría de acuerdo con la propuesta que hace la comisionada Areli Cano que retoma el comisionado Guerra, creo que así como el acceso a la información tiene sus límites, sus excepciones en este caso existe la posibilidad de que el ente funde y motive un cambio de modalidad de la entrega de la información. Lo hemos visto en “N” casos.

Aquí estamos advirtiendo algo y dijéramos en abono a que no salgamos con una resolución irresoluble, insolventable ordenemos que se entregue en la modalidad requerida y en caso de que no sea así lo funde y motive adecuadamente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada Areli Cano, para razonamiento del voto.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Bueno, no es el caso de que niegue la Asamblea, en ese sentido de que si no la tiene en la modalidad la va a negar. O sea la consideración es que funde y motive por qué no la puedo otorgar en esa modalidad solicitada por el recurrente.

Hay acceso a la información, sí, lo que se está quejando es respecto de la modalidad. Evidentemente la utilidad que implica una copia certificada a una copia simple, a una copia electrónica me parece que te da alguna certeza mayor o los efectos jurídicos que puede tener una u otra modalidad. Pero sí me parece que corresponde a la Asamblea advertir los motivos y las razones y explicarle al recurrente por el cual no puede otorgar en esa modalidad la información.

Entonces, voy con el proyecto y evidentemente sugeriría fortalecer esa consideración que se da en las páginas 29, me parece.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Con tu proyecto, que es distinto al proyecto.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Ah, sí.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, voy a someter a votación. Hay dos propuestas, bueno, aquellos comisionados que no estén de acuerdo que el sentido sea modificar para ordenar a la Asamblea entregue en copia certificada la documentación requerida, en caso de no poder ver esta modalidad de acceso funde  motive la misma y la entregue en el medio en que la tenga. Los que estén de acuerdo, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad y en esos términos se aprueba el Proyecto de Resolución 241/2011.

Adicionalmente se hará congruente el argumento respecto al primer agravio, se estará citando los artículos que hacen referencia a las facultades de la certificación de copias y se estarán haciendo los ajustes correspondientes para fortalecer la instrucción que el presente mencionó.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR.38/2011. El ente público recurrido es la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar del Distrito Federal. 
La información que se solicitó nombre del Presidente de la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar del Distrito Federal; y dos, en qué decreto se encuentra el hecho de que los vales de despensa y pavo de fin de año se deba de proporcionar a la antigüedad cuando se les venía entregando completos.

La respuesta del ente público es: uno, en su estructura no existe el cargo o nombramiento; y con relación al punto dos, precisó que el otorgamiento de esta prestación se encuentra normada por los lineamientos marcados por la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal.

Las manifestaciones del particular son en el sentido de que el ente público conoce el decreto por el cual se nombró el oficial mayor, Presidente de dicho organismo; dos, los lineamientos que establecen el otorgamiento del beneficio de vales sí existen y, sin embargo, no contesta porque estos vales fueron entregados incompletos; y tres, la respuesta enviada por el ente público es informal sin logo y sin firma.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: El agravio marcado con el numeral 1 es fundado, ya que el ente público conoce el decreto por el que se nombró al Oficial Mayor, Presidente de la Caja de Previsión de la Policía Auxiliar, así como su nombre propio.

El agravio 2 es fundado, ya que si bien no existe normativa que prevea de manera expresa el hecho de que los vales de despensa y entrega de pavo de fin de año para pensionados y jubilados se deba de otorgar de manera proporcionar a la antigüedad, lo cierto es que a partir de las disposiciones en estudio corresponderá al ente público emitir un pronunciamiento sobre la forma en que se determina la entrega de vales de despensa y de pavo a jubilados y pensionados.

El agravio 3 es infundado, ya que los artículos 49 y 51, último párrafo de la Ley de la materia, habilitan a los entes públicos para instrumentar el uso de sistemas electrónicos para la atención de solicitudes de información, por lo que se considera un medio oficial para tal efecto. 
El sentido del proyecto es revocar la respuesta impugnada.

Es cuanto, comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a su consideración, comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea revocar en los términos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el Proyecto de Resolución 038/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR.193/2011. El ente público recurrido es la Secretaría de Desarrollo Económico. 
La información que se solicitó, toda la información relativo a los programas específicos propuestos, desarrollados y aplicados para crear empresas ecológicas por la Dirección General de Incubadoras de Empresas Ecológicas.

La respuesta del ente público es en el año en curso aún no se tiene ni se ha tenido asignado presupuesto para la operación de ningún programa, por lo que se está en espera de la aprobación de una propuesta.

Las manifestaciones del particular son que la falta de información denota un incumplimiento al artículo 51, fracciones I y II del reglamento interior de la Administración Pública del Distrito Federal.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: De la revisión al reglamento interior de la Administración Pública del Distrito Federal se advirtió que el ente público gestionó la solicitud ante Subdirección General de Incubadoras de Empresas Ecológicas, unidad administrativa competente para ello. Asimismo, de la investigación realizada por ese Instituto no se logró ubicar elemento alguno que llevara a inferir que a la fecha de presentación de la solicitud de información la dirección en comento hubiera propuesto, desarrollado y/o aplicado alguno de los programas de interés del recurrente para que pudiese brindar la información solicitada, por lo que se concluyó que no existen elementos que contravengan la respuesta o que por el contrario hubiera faltado a los principios de información y veracidad consagrados en la ley de la materia. 
El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Agustín Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Gracias, Presidente.

No nos queda más remedio que estar de acuerdo con el proyecto de confirmar la respuesta de la Secretaría de Desarrollo Económico, sin embargo advertimos que lo preocupante de este asunto es que desde el año 2009 en el reglamento interior de la Administración Pública del Distrito Federal  se dispone la creación de una Dirección General de Incubadoras de Empresas Ecológicas pertenecientes a la Subsecretaría de Fomento de Empresas Ecológicas.

Y en ese sentido, en el artículo 51 en el referido reglamento se disponen diversas obligaciones dentro de los cuales está, insisto, en el artículo 51 a la Dirección General de Incubadoras de Empresas Ecológicas le corresponde impulsar mediante programas específicos la creación de empresas ecológicas con el objetivo de que sus actividades logren preservar, proteger, restaurar y mejorar el medio ambiente.

Vienen toda una serie de facultades y obligaciones adicionales hasta el numeral 11 de dicho artículo y hasta el día de hoy de 2009 a la fecha la función principal de esa Dirección General a juzgar por la respuesta que se le está dando al solicitante recurrente es que no se ha cumplido con esas obligaciones normativas que tiene la Dirección General.

Entonces, sería interesante saber qué hace tanto la oficina de esa Subsecretaría de Fomento a Empresas Ecológicas, como la Dirección General de Incubadoras de empresas ecológicas con relación al tema que nos convoca el solicitante a través de la pregunta que le ha formulado a la autoridad. Me parece que es importante un poco en esta relación que tienen los gobernados con las autoridades de exigirles que rindan cuentas de sus actos.

Ahí hay, insisto, un dispositivo normativo, la creación de estas dos importantes unidades administrativas dentro de la Secretaría de Desarrollo Económico, sin embargo la respuesta me parece que es muy pobre en el sentido de decir: “En el 2011 no tenemos nada” Bueno, ¿y qué pasa con los años anteriores? Esa sería la pregunta.

Es cuanto.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Yo opinaría sobre lo que acaba de decir el comisionado Millán. De acuerdo que el acceso de información sirve para eso, para ver que a veces las cosas que habían de hacerse no se hacen con la prontitud, la celeridad que muchos quisiéramos. Yo entiendo, es importante el asunto pero son sinceros.

Entonces, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea confirmar, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto 193/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR.194/2011. El ente público recurrido la Delegación Gustavo A. Madero. 
La información que se solicitó seis requerimientos relacionados con la entrega de uniformes de educación física del año 2010 y el presupuesto asignado en el año 2011 para tal efecto.

La respuesta del ente público sobre los requerimientos 1 y 6, el ente público proporcionó una tabla de la que se desprende el presupuesto destinado en el año 2010, así como 2011 a uniformes deportivos.

Sobre el requerimiento 3 informó que los entes públicos realizan el tratamiento de los datos personales necesarios para el ejercicio de sus atribuciones, para lo cual deben de cumplir con una serie de principios básicos de la protección de datos.

Las manifestaciones del particular es que el ente público no atendió los requerimientos marcados con los puntos 2, 3, 4 y 5 de su solicitud.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: del simple contraste entre la solicitud y la respuesta impugnada se advierte que tal como lo refiere el particular el ente público no omitió pronunciamiento sobre los requerimientos 2, 4 y 5, y si bien pretendió atender el requerimiento 3 la respuesta no lo atendió en específico.

Por tal  motivo considerando que de la investigación realizada se advierte que la delegación entregó de manera gratuita los uniformes de educación física y de acuerdo con  la Ley de Desarrollo Social para el Distrito Federal, las delegaciones que tengan a su cargo programas destinados al desarrollo social deberán de publicar las reglas de operación e integrar y publicar padrones de beneficiarios, así como el manejo de datos personales que recaben deberá de realizarse conforme a lo establecido en la Ley de Protección de Datos Personales del Distrito Federal y la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

En ese sentido, la Ley de Protección de Datos Personales señala que los entes públicos deben de informar a los interesados del tratamiento de sus datos y solicitar su consentimiento para divulgarlos.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que proporcione la información solicitada hacia los requerimientos 2, 3, 4 y 5 de la solicitud que nos ocupa.

Es cuanto, señores comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a  su consideración, comisionados.

Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Bueno, esta solicitud me parece claramente también asociada con el recurso 204, en donde creo que de alguna manera más clara se retoma la existencia de estos dos programas de uniformes escolares; uno, que es ejecutar un programa que es ejecutado por la Secretaría de Desarrollo Social; y otro, que es el de entrega de uniformes deportivos que lo ejecuta directamente la delegación.

Creo que en este caso estoy de acuerdo con el sentido de modificar, pero debiéramos de retomar los argumentos que se plasman, considero yo, de una manera más correcta en el recurso 204, en los cuales se desprende la existencia del programa de Desarrollo Social de uniformes deportivos a cargo de la delegación y donde el programa de alguna forma coincide de una manera más clara con lo que se está solicitando aquí. Aquí directamente va a referirse a los uniformes de educación física, ni siquiera hace mención de los uniformes escolares en términos generales que, repito, claramente se distingue que es un programa ejecutado por la Secretaría de Desarrollo Social.

En este caso es directo, se va directo a señalar que se trata su interés está dirigido a los uniformes de educación física, por lo que aquí el eje conductor del estudio de nuestra parte debe estar dirigido advertir la competencia que tiene la delegación en manejar y operar este programa de entrega de uniformes de educación física para los estudiantes de educación básica, y de esta manera resolver obviamente ordenando la entrega de la información de una manera explícita refiriéndonos a que se debe entregar la información relacionada con los uniformes deportivos a cargo de la delegación y no la relacionada con la entrega de uniformes escolares en general que opera la delegación. Creo que está mejor recogido en el 204 que en esta.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Agustín Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- De acuerdo con lo que comenta el comisionado Jorge Bustillos, y me gustaría proponer al Pleno modificar simplemente el plazo para acatar la resolución del Instituto, le estamos dando cinco días, pero las preguntas 2 al 5, que son las que están pendientes por atenderse; la 5 decimos que pretendió, 2, 4 y 5 no emitió pronunciamiento sobre los requerimientos y el 3 pretendió atender ese requerimiento mas no se hizo realmente, no se entregó la información requerida.

Me parece que 5 días es un plazo amplio para atender esos requerimientos, entonces propongo que se lo pongamos en 3 días, que es el plazo mínimo que hemos dado siempre las autoridades para atender las resoluciones de este Instituto. Vean ustedes la información que se está pidiendo y es una información que se la puede entregar de inmediato.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- ¿Alguien más?

Si no hay ninguna otra, quien esté de acuerdo que el sentido de la resolución es modificar la respuesta impugnada, favor de levantar la mano.

Aprobado por unanimidad el Proyecto de Resolución 194/2011. Se estará retomando los argumentos del recurso 204 y el plazo será 3 días para cumplir la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces, pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR.195/2011. El ente público recurrido también la Delegación Gustavo A. Madero. 
La información que se solicitó: presupuesto asignado a todos y cada uno de los programas sociales implementados en la delegación. La respuesta del ente público fue enviar información respectiva en un recuadro anexo al oficio 111 del 2011.

Las manifestaciones del particular son que el tratamiento de la solicitud es incompleta porque sólo se turnó a la Dirección General de Administración y no así a la Dirección General de Desarrollo Social. La respuesta es confusa al señalar que en el oficio 111 se adjuntaba la información solicitad, la cual no fue notificada.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: el manual administrativo del ente público se desprende que la Dirección General de Administración es la autoridad competente para pronunciarse respecto de la solicitud planteada, por lo que resulta infundado el agravio.

Del análisis de las constancias que obran en el expediente se desprende que el ente no anexó el recuadro que contiene la información del interés del particular, toda vez que en su lugar adjuntó la digitalización del oficio 111/2011, con lo que se incumplió el principio de congruencia en virtud de que el mismo hace referencia a información distinta a la solicitada, por lo que lo procedente es ordenar al ente público que proporcione dicha documental.

Teniendo a la vista la información faltante se advierte que la misma guarda relación con lo solicitado por lo que resulta procedente ordenar su entrega. El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que proporcione la información referida como anexo en el oficio 111/2011.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Bueno, una consideración nada más general porque también lo veo asociado con el recurso 238, en donde también se hace referencia a los programas que se ejecuta por parte de la delegación, y en ese recurso 238 se entregó un cuadro similar al que se está pidiendo que se entregue para solventar este caso.

Y de acuerdo a la investigación que realizaron nuestros compañeros de la Dirección Jurídica se advirtió que además existen otros programas de los cuales no se entregó información; por ejemplo el Farmagam, el Maya Solares, los kioscos digitales, laboratorios y aulas digitales, y becas de apoyo escolar y de excelencia académica; y ahí mismo, en ese 238 se está ordenando que se entregue información también de estos programas, que de acuerdo a la investigación que se hizo existen y ejecuta la delegación.

Entonces, no podemos nosotros solventar esta deficiencia de la respuesta de la autoridad en este caso solamente ordenándole que le entregue el oficio que nos mostró donde vienen relacionados 16 programas, sino además traer el argumento que se observa en el 238 para la detección de esos programas extras para pedirle además que se entregue información con relación a estos programas que acabo de mencionar.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Licenciado Cortés.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Sí, gracias. La diferencia es que aquí en este recurso que ahorita estamos sometiendo a su consideración el agravio es diferente, aquí el particular se duele de dos cosas básicamente: una, que no le adjuntan el archivo que refiere en el oficio de respuesta; y dos, que la gestión no se realizó en una unidad administrativa que a su consideración también debió de haber sido gestionada.

Entonces, a juicio del recurrente la respuesta es incompleta por estas dos partes, incompleta porque la gestión no fue atendida a las unidades que correspondían e incompleta porque no le adjuntaron el archivo. Una vez que tuvimos a la vista el documento que le pretendió entregar el ente público y que no fue adjuntado. Lo que se dice en la resolución es que aguarda congruencia con lo solicitado y como el particular no esgrime agravio respecto al contenido obviamente porque no lo conoce hasta ese momento lo que nosotros hacemos es señalar que con ese sí se atendería la solicitud de información por guardar como un mes.

Efectivamente en el siguiente recurso el agravio del particular es encaminado a la atención que se le da con el contenido de información de los programas y es que sí analizamos que son los únicos programas que debió de haberle proporcionado la información o si existe algo más, lo que nos llevó a concluir que efectivamente existen diversos programas también implementados por la delegación y en ese recurso sí se ordena entregar adicional a lo que proporcionó la información faltante de los programas de los que no se pronunció el ente público.

Es cuanto, comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Lo que pasa es que es como complicado que nosotros veamos un documento que sabemos que si es congruente con lo que pidió le preguntan pro chana y contesta por chana, pero que chana no está completa en la respuesta y que ordenemos que la entregue a chana incompleta.

Yo creo que tampoco para estar diciendo el otro recurso que le entregue la información que contenga todo, una cosa es el otro recurso donde ya sabemos que no ordenemos que esa sea, sino que el oficio que debe de entregar debe tener la información completa y al detalle integral de todos los programas que ahí están, pero porque si no la otra sí parece que le decimos que le entregue esa chana incompleta porque nosotros ya sabemos. Estamos haciendo esa advertencia, obviamente que si le llega a entregar ese oficio nosotros vamos a hacer que hay un incumplimiento, no se cumple la resolución porque tenemos información de que ahí no está completo.

Yo entiendo  la dificultad que ustedes dicen: “Bueno, yo cómo jalo el otro recurso”, etcétera, pero sí mi orden puede ser contundente en ese sentido. Ordenemos que le dé una chana completa.

Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- De acuerdo porque no se riñe, es decir, no se riñe porque de alguna forma hay una queja del particular de que es incompleto, tanto el tratamiento como la información es confusa, y máxime cuando incluso la tentación de decir: “Esta es una omisión de respuesta porque dice que adjunta una cosa que no adjunte y nosotros dijimos que cuando existiera eso íbamos a considerarlo como omisión de respuesta”

Bueno, le estamos valorando y subsiste una serie de admisión de competencias para atender el asunto y sería lo rescatable, porque lo demás el recurrente tiene toda la razón y habría que ordenar que se entregue esto al momento de examinar lo que no pudo entregársele al particular y advertir que no está toda la información solicitada porque a eso nos puede llevar la investigación y afortunadamente el otro recurso nos dio pie para hacer esa otra investigación pues creo que tenemos los elementos incluso para hacerlo congruente con lo otro de ordenar la entrega de la información completa.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar ordenándole que entregue este documento faltante, pero que en este documento contenga toda la información de forma integral y completa. Los que estén de acuerdo, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 195/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Relativo al expediente RR.204/2011. El ente público la Delegación Gustavo A. Madero. La información que se solicitó nombres de las personas a quien se hizo entrega del uniforme escolar y edades de los niños. La respuesta del ente público la imposibilidad para proporcionar el padrón del programa porque aún no finalizaba la entrega de los uniformes. Refiere que las edades de los niños oscilan entre 6 y 12 años.

Las manifestaciones del particular son que se considera que se le está dando una respuesta que no tiene que ver con lo que solicitó, por lo que a su juicio se le niega la información.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: La respuesta no atiende la solicitud pues el requerimiento era respecto de los nombres y edades de los beneficiarios de la entrega de uniformes, por lo que se considera pertinente ordenar la entrega de la información en virtud de que el ente recurrido la posee y además su publicidad favorecería el principio democrático de rendición de cuentas que obliga a los entes de la Administración del Distrito Federal que tengan a su cargo programas destinados al desarrollo social a transparentar la información relativa a su forma de operación y resultados de los mismos. El sentido del proyecto es revocar la respuesta y ordenar al ente público que emita otra en que proporcione la información solicitada.

Es cuanto, señores comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Este es el otro caso, comisionado Bustillos, en que preguntan por “Chana” y contestan por “Juana” Y aquí sí revocar totalmente.

Entonces, si no hay nadie más, todos aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea revocar, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el Proyecto de Resolución 204/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR.213/2011. El ente público es la Delegación Gustavo A. Madero. La información que se solicitó copias certificadas: uno, del contrato de obra pública; dos, acta de entrega-recepción del contrato de obra pública; y tres, factura número 293, todos relativos al contrato número 02CD07100014109. La respuesta del ente público es que satisface en su totalidad los datos solicitados. Las manifestaciones del particular se le otorgó copia certificada de un documento incompleto.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: El agravio del particular se estima procedente, ya que si bien el contrato incorporado en el sistema electrónico INFOMEX de manera incompleta en estricto sentido no le depara perjuicio alguno en la inteligencia de que la modalidad elegida lo fue en copia certificada. El ente público no ajustó su actuar a las disposiciones relativas a la determinación de costos y emisión del recibo de pago, violaciones de forma que de pasarlas por alto harían nugatorio el derecho de acceso a la información del particular.

Asimismo, el ente público pretende aplicar de manera indebida la caducidad del trámite cuando él no agotó los pasos necesarios para aplicar dicha institución.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta ordenándole que emita una nueva en la que previo pago de derechos concede el acceso al contrato referido en el punto 1 de la solicitud en copia certificada indicando el total de fojas que lo integran, así como el costo de reproducción generando para ello el recibo de pago correspondiente y enviándolo al particular.

Dos, para el caso que contenga información confidencial a través de la resolución fundada y motivada de su Comité de Transparencia y previo pago de derechos concede el acceso al contrato referido en el punto 1 a través de una versión pública indicando el total de fojas que lo integran, así como el costo de reproducción generando para ello el recibo de pago correspondiente y enviándoselo al particular.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Nada más sugeriría cuidar la redacción de la instrucción para no reiterar previo pago de derechos como el costo de la reproducción en los mismos dos ordenamientos que se hacen, tratar de uniformarlos para que no dé lugar a una reiteración del ordenamiento.

Otra cosa es que en este caso es evidente que tiene que pasarlo por su Comité de Transparencia para entregar la información. Entonces, lo que sugeriría es ampliar el plazo para que se pueda dar el trámite a través de su Comité de Transparencia.

Y por último, advertir que en la página 23, donde se hace alusión a una tesis aislada se cita como tesis de jurisprudencia. Entonces, hay que corregir nada más esa modalidad de la tesis.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Cuántos días es la propuesta?

Bueno, entonces todos aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea modificar haciendo congruente la redacción de la orden, de la resolución, y ampliar a diez días para cumplir la misma, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución 213/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 222.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Sí. El expediente RR222 del 2011. El ente público recurrido la delegación Gustavo A. Madero.

La información que se solicitó: mapas o croquis de cada colonia de la delegación y dos, número de habitantes.

La respuesta del ente público es que la Dirección General de Participación Ciudadana y Gestión Social del ente remite seis mapas de colonias de la delegación, misma que pone a disposición en copia simple, previo pago de derechos.

Las manifestaciones del particular es que se mandó la información de manera incompleta.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes:

Del análisis efectuado a las constancias agregadas en autos, se determinó que del punto 1 la respuesta fue parcial, debido a que con el informe el ente exhibió mapas adicionales a los remitidos inicialmente, además los enviados a través del sistema electrónico INFOMEX resultaron ilegibles.

Respecto del punto dos, si bien la delegación no cuenta con atribuciones para detentar la información del número de habitantes en cada colonia, lo cierto es que con el informe de ley el ente remitió datos relativos a dicho contenidos de información, la cual, al ser comparada entre sí resultó distinta, motivo por el que el ente debe de aclarar la fuente de dichos datos al no ser coincidente. 

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que respecto al ente punto uno, remita los diez mapas remitidos con el informe de manera legible, o bien, si cuenta con ellos en formato distinto al electrónico, los ponga a disposición en la modalidad de copia simple, previo pago de derechos, o permita su consulta directa.

El punto dos: aclare, respecto de la información exhibida en su informe, cuál es la fuente de información, por qué existe diferencia entre las cantidades totales y la fecha de actualización de la misma.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar en los términos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 222/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR228/2011. El ente público recurrido la delegación Gustavo A. Madero. 

La información que se solicitó: permisos para la construcción del kiosco en la avenida Martín Carrera. La respuesta del ente público es que a través de la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano y de la Dirección General de Servicios Urbanos, no tiene competencia para conocer la información solicitada. Las manifestaciones del particular son en el sentido de que el ente público negó la información pública, en razón de que ninguno de los oficios solicitados atiende la solicitud de información.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: del estudio de las atribuciones que el Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal le confiere a la Dirección General de Obras y Desarrollo Urbano, se desprende que esta es la encargada de expedir y otorgar permisos y licencias para la ejecución de construcciones, edificaciones e instalaciones dentro de la demarcación. Asimismo, en el Manual Administrativo del ente público se constata como una de las funciones de funciones de esta unidad administrativa, expedir licencias y registros de construcción de instalaciones. De esta forma, en principio sí existe la atribución expresa del ente para conocer y entregar la información pedida. Ahora bien, en atención a que manifestó que la ejecución fue ejecutada por el sector central, a dichas construcciones no les exigible el registro o licencia en comento, sino únicamente los requisitos técnicos. En ese sentido, una respuesta apegada a la ley, sería un pronunciamiento categórico de las razones por las que no posee en sus términos la información requerida.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta y ordenar al mente público que emita otra en la que manifieste si posee o no los permisos de la citada construcción y los proporcione, previo pago de derechos, o en caso contrario, exponga las razones y fundamentos a que haya lugar.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración. Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea revocar, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 228.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente proyecto.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.-  Sí, es el relacionado con el expediente RR238 del 2011. El ente público recurrido es la delegación Gustavo A. Madero. 

La información que se solicitó: presupuesto asignado a todos y cada uno de los programas sociales implementados en la delegación.

La respuesta del ente público es remitir un recuadro denominado: Presupuesto 2011, Capítulo 4000, ayudas, donativos y transferencias que contiene el presupuesto de 16 programas sociales.

Las manifestaciones del particular es que el referido oficio de respuesta es inexistente en los archivos adjuntos a la misma, la información proporcionada es incompleta, ya que en dicho documento no se mencionan los recursos de los programas Angelito y Cuídate, entre otros. Las consideraciones del proyecto son las siguientes: de las constancias que obran en el expediente, no se advierte que el ente haya referido el oficio que le hizo mención el solicitante, por lo que el agravio resulta infundado.

De la investigación efectuada, se desprende que el ente público ha implementado los programas Cuídate y Angelito, así como los programas Farmagam, Mayas Solares, Kioscos Digitales, Laboratorios y Aulas Digitales y Becas de Apoyo Escolar y de Excelencia Académica, programas respecto de los cuales el ente no emitió pronunciamiento, por lo que el agravio del particular resulta fundado.

El sentido el proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que emita una nueva en la que se proporcione en medio electrónico la información relativa al presupuesto asignado en el año 2011 para los programas sociales respecto de los cuales no emitió pronunciamiento, así como de aquellos programas que se hayan implementado a la fecha de la presentación de la solicitud de información.

Es cuanto, comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionado Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Está bien para reforzar la construcción argumentativa de nuestra resolución, advertir en el considerando cuarto que no se realiza el estudio de la segunda parte de la solicitud, porque no formó parte de los agravios del particular.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar en los términos expuestos, simplemente agregando este párrafo que comenta el Comisionado Bustillos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución 238/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Sí. Es el relacionado con los expedientes acumulados 258. 266, 267 y 268, todos del año 2011. El ente público recurrido la Delegación Gustavo A. Madero. 

La información que se solicitó: número de fugas registradas en la colonia Martín Carrera del año 2006 al año 2010, indicando fecha de reporte y cuándo fueron reparadas, número de homicidios registrados en la colonia Martín Carrera, número, marca y modelo de las patrullas que recorren las colonias Martín Carrera y Gabriel Hernández.

La respuesta del ente público fue que en relación a las fugas de agua proporción el número registrado a nivel delegacional y sugirió remitir la solicitud a la Dirección Territorial 4 para tener mayor detalle.

Respecto al número de homicidios, informó que debía presentarse ante la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. En relación a las patrullas informó que debía presentar la solicitud ante la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal. 

Las manifestaciones del particular son que se niega la información, toda vez que las solicitudes no fueron canalizadas a la autoridad competente.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: del estudio al Manual Administrativo de la Delegación Gustavo A. Madero, a la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia, así como de la Secretaría de Seguridad Pública y su reglamento interior, se concluye que el ente debió de gestionar la solicitud referente a las fugas de agua, ante la Dirección Territorial correspondiente. En relación a los homicidios registrados, el ente debió de pronunciarse de manera categórica si contaba con información, y orientar a la Procuraduría General de Justicia y a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito federal.

Finalmente, en relación al número de patrullas debió de remitir las solicitudes a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal. Finalmente, en relación al número de patrullas, debió de remitir las solicitudes a la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal.

El sentido del proyecto es modificar las respuestas y ordenarle al ente público que gestione en la unidad competente el requerimiento relativo a las fugas de agua, y emita una respuesta y se pronuncie en relación al número de homicidios y oriente a los entes públicos competentes. Finalmente, informe su incompetencia para atender los requerimientos relativos a las patrullas y oriente las solicitudes al ente público competente.

Es cuanto, comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Está bien, nada más que aquí yo quisiera sugerir que en la resolución, en lugar de que al ente se le ordene orientar al solicitante para que presente su solicitud sobre el número de homicidios registrados en la colonia Martín Carrera ante la Procuraduría, ordenemos al ente que sea ésta la que turne dicha solicitud a la Procuraduría. Ello, para privilegiar el principio de celeridad en el principio del derecho de acceso, y considerando que así se podría abreviar el plazo para que el solicitante obtenga la información que requiere.

Y en segundo lugar, nada más una cuestión, también en la construcción argumentativa y para mejor fundamentación de nuestro razonamiento; advertir que cuando hacemos la referencia de lo que estamos observando en el Manual Administrativo de la delegación, se advierte la competencia para atender la solicitud de la misma, creo que hay que referir, al menos los artículos que estamos advirtiendo del Manual Administrativo, para decir: en función de lo que señala en el artículo X, Y, Z, de las funcione, de las atribuciones que tiene la delegación, se advierte que el ente público, que las unidades administrativas del ente público resultan competentes para atender la información requerida. Sería todo.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada Areli Cano.

C. ARELI CANO GUADIANA.-  No, bueno, la irregularidad que cometió el ente público respecto al turno, está advertida en el proyecto, lo que se nos va a complicar es que ahorita turnemos la solicitud nosotros, ¿cómo le vamos a hacer vía sistema?

Pero no se puede, o sea, ella ya contestó, ya el sistema, ya nosotros en el proyecto estamos advirtiendo la irregularidad en el que debió de turnar dentro de los cinco días y no lo hizo, esa irregularidad está advertida en el proyecto, no sé bajo qué mecanismo vamos a ordenarle que lo haga el ente público.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- A ver, lo que pasa es que esto es como regresar otra vez al principio. Obviamente nosotros cambiamos en la ley, para que cuando los sujetos obligados no sean competentes de una pregunta, o partes de una pregunta, turnen, pero en ese momento, en el momento. El asunto está en que muchos no lo hacen, como es este caso, entonces lo que hemos hecho en todos los recursos, porque ya no hay forma, digamos, el sistema ya no permite, de hacerlo, pero eso lo hemos hecho en todas partes, y me sorprende ahora esta, como idea es buena, pero no, digamos, se puede, y lo que hemos hecho, no, no lo hemos hecho. O sea, lo que hemos hecho es esto, lo que está aquí, por eso, pero lo que está diciendo Jorge es que turne, eso ni lo hemos hecho, porque no se puede, digamos, en el sistema, este tipo de cosas, y por eso siempre hasta hemos diferenciado claramente la palabra “turnar” con “orientar”. Y lo acabamos de hacer en recursos anteriores.

Entonces es otro asunto que a lo mejor en su momento podemos, pero por eso se hace el recurso, digamos, el recurso, y aquí ya. Pero ahorita, digamos, en términos del sistema no se puede, sería lo deseable, en su momento podríamos verlo, pero digamos, los recursos que hemos resuelto desde que cambiamos la ley, de que ellos tienen la obligación de turnar cuando no son competentes, hasta el día de hoy, es decir, bueno, no turnan, lo que hemos pedido es como está aquí, es que se oriente. En su momento a lo mejor podríamos cambiar ese procedimiento, primero en INFOMEX y luego en los lineamientos de INFOMEX.

Comisionado Bustillos, está usted en uso de la palabra.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Sí, o sea sí me hago cargo de lo que señala nuestro procedimiento, pero hemos advertido en otros casos, en donde incluso la información es entregada incompleta, advertimos que el resto de la información la tuvo que haber enviado a otro ente público, y en la misma resolución, le decimos que turne y que canalice la solicitud de información al ente público competente por correo electrónico, claro, tendría que ser por correo electrónico. 

Pero lo hemos hecho ya, hay varias referencias que, digo, lo podemos traer como a colación, y sí estoy de acuerdo en que quizá esto podríamos afinarlo en nuestros propios procedimientos. Pero ya lo hemos hecho, y esto abona a que el particular no tenga que dirigirse nuevamente a hacer una nueva solicitud, y abreviar ese tiempo, que el ente público canalice esa solicitud de información, le envíe. Así dice: “mediante la resolución debidamente fundada, remita la solicitud del recurrente al correo electrónico de la Secretaría de Finanzas”. Por ejemplo, en este caso ya concluido, estamos diciendo “remítase para allá”. En este caso, y creo que es muy sencillo, el ente público, la delegación a la que estamos advirtiendo, ordenando la corrección, la mejora en su respuesta, le podemos decir que turne por medio electrónico la solicitud que compete a la Procuraduría General de Justicia para dar atención al tipo de información de su competencia, que es el número de homicidios registrados en la colonia.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionados, quiere decir algo para seguir con la discusión.
C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Sí, gracias. Aquí no hay que perder de vista que es un recurso de revisión acumulado, en donde son cuatro las solicitudes de acceso a la información, y bueno, para precisar tal y como se señala en la orden, en la solicitud 202, ahí lo que estamos ordenando es que se pronuncie respecto a si cuenta con la información consistente en el número de fugas, pero bueno, ahí lo que tiene que hacer es, como sí es competente el ente público, gestionarlo ante su propia unidad administrativa.

En la 203, que se pronuncie de manera categórica en relación a los números de homicidios, porque también tiene parte de la competencia, pero orientar a la Procuraduría. Y en las otras dos solicitudes, donde sí analizamos la normatividad y dijimos que el ente público que es el competente es la Secretaría de Seguridad Pública, ahí sí se está ordenando que se remita la solicitud o que se turnen las solicitudes directamente a ese ente. O sea, no estamos cambiando aquí ningún criterio, nada más simplemente siempre se ha sostenido el criterio de que cuando es en parte competente, se atienda esa parte y se oriente sin canalizar, y cuando no soy competente en ninguna parte, se canalice directamente, o sea, ordenarle al ente público que ellos canalicen directamente la solicitud de su correo electrónico de la Oficina de Información Pública al correo electrónico del ente competente, porque en el sistema INFOMEX ya no es posible esto.

Es todo, comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Lo que nos dijo es lo que está aquí, eso lo tenemos claro, son diversas solicitudes, el problema es, y yo sí le pediría a la Dirección que fuéramos más consistentes, porque sobre una solicitud, cuando no se es competente, y no turnó en su momento, ahorita no tengo aquí los datos, hemos pedido en la resolución simplemente que es para que él oriente, oriente, ¿sabes qué? No lo hice en su momento, te oriento para que vayas para allá.

Y en otras, aquí me están demostrando, y habría que ver, porque esto va como, digamos, cambiando, digamos, el asunto, y en una sesión del Pleno tenemos dos, una donde turnamos y otra donde orientamos, ¿cuál es el asunto? El asunto es el correo, tiene que ser el correo institucional para que tenga, y la otra cuestión es que hay que informarle, le tendrá que informar al particular que ya turnó, y darle una copia del correo, una cuestión así, para que en dado caso pueda en el momento que no, interponer. Todo eso, pero en INFOMEX lo que se decía es que no se puede, por correo, digamos, se puede hacer, se ha hecho, yo nada más diría que fuéramos más consistentes en este tipo de cosas, porque de verdad, yo según recuerdo, y podemos ver estadísticas, en la mayoría, aquí está un caso que sí estamos turnando, no digo que no, hemos orientado. Obviamente que lo de turnar suena más expedita y aparte el que tuvo la culpa en este caso, asuma parte de que no turnó en su momento, que lo haga ahora, pero eso debe llevar en la instrucción una serie de especificaciones, que tiene que ser al correo institucional y que tiene que avisar al recurrente de cuándo ingresó, digamos, ese correo, y darle copia para que ese solicitante o recurrente tenga también las posibilidades de reclamar la información, porque si no, digamos, él se queda sin ningún lado.

Comisionada Areli Cano.

C. ARELI CANO GUADIANA.-  Nada más valdría agregar en esta última0 viñeta de las solicitudes 205 y 206, los números de las solicitudes, que se remita por correo, porque cuando usted, Comisionado, habla de turno y de orientar, en efectos de lineamientos tienen consecuencias distintas, y en su momento son aplicables, pero aquí ya no es posible hablar de turnar, como decías Jorge, de turnar, porque tiene otra connotación en los términos de lineamiento.

Entonces yo creo que es esta redacción como está y agregarle la misma lógica que al anterior, por el correo electrónico.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Por eso, al agregar el correo electrónico, digamos, cambia totalmente, totalmente, estoy de acuerdo en que sea remitido al correo electrónico. La otra era remitir al solicitante a que vaya allá, son totalmente distintas las cosas. Sí, si no digo que al correo ¿cómo lo iba a remitir?, seguramente lo iba a remitir para que el solicitante fuera allá.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Página 50 dice: remite dichas solicitudes a la oficina, informándole dicha circunstancia al hoy recurrente.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pero que sea en correo electrónico.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Sí, pero yo nunca vi que el recurrente tenga que ir a hacer otra, bueno, eso no viene aquí.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Y hagamos consistentes las palabras “turnar”, “remitir” y “orientar”.

Entonces voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar tal y como viene en el proyecto, simplemente siendo totalmente explícito la parte de remitir las solicitudes a la Secretaría, serán vía correo electrónico, informándole de dicha circunstancia y dándole copia del mismo al hoy recurrente.

Los que estén de acuerdo, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad, se aprueba el proyecto de resolución 258, 266, 267, y 268, acumulados.

Continuamos con el siguiente, por favor.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Continuaríamos al siguiente recurso.
C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Se expondrán de manera conjunta los recursos de revisión 586 y 602 del 2011, en virtud de que son en contra del mismo ente recurrido, que es la delegación Gustavo A. Madero, información que se solicitó en el expediente 586, el listado de personal de base y lista de raya que labora en la delegación: que contenga nombre, tipo de nómina, nivel salarial, área, lugar de trabajo, actividad, sección sindical y salario mensual actualizado al 31 de diciembre del año 2010, en archivo electrónico, hoja de cálculo Excel.

En el expediente 602 la solicitud donde se requirió lista de hoteles en la delegación, así como ubicación y costo. Los actos del ente público fueron: falta de respuesta. La manifestación de los particulares es que no se  dio contestación a la solicitud de información. Las consideraciones de los proyectos es que toda vez que en los expedientes no habrá medio de convicción de los cuales se desprenda que el ente público haya notificado a los hoy recurrentes la respuesta a sus respectivas solicitudes de información, a través del sistema electrónico INFOMEX, dentro del plazo legal concedido para tal efecto, por lo anterior se configuraron las faltas de respuesta atribuidas al ente público. El sentido de ambos proyectos es ordenar al ente público que proporcione sin costo alguno la información solicitada, y dar vista a la Contraloría General del Distrito Federal por la falta de respuesta a ambas solicitudes de información.

Es cuanto, señores comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, bueno, primero vamos a hacer lo mismo, vamos a votar los dos. ¿Hay alguna observación sobre el 586?

Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Miren, en este caso, creo que es, digamos, no debemos dejar lugar a dudas de que esta información sobre el listado del personal de la nómina 1 y la nomina 4, existe, porque en la forma, ya como concluimos, decimos; se ordena que entregue sin costo la información solicitada al hoy recurrente, y dice: “lo anterior, sólo en caso de que el ente responsable, la posea”, digo, por supuesto para afuera eso, ¿no?

Yo pienso que una mejor redacción y la puedo pasar a la Secretaría Técnica, es que lo anterior privilegiando la modalidad en la que se solicitó, y protegiendo en ella aquella información que sea de carácter restringido, caso por el cual, en su caso, no porque hubiera en la nómina, no sé, descuentos por pensión alimenticia, cosas ya más personales que se deban de proteger, tendría que pasar al Comité de Transparencia.

Entonces, advertir eso, si me lo permiten, le paso una mejor redacción a la Secretaría Técnica. Sí, nada más quitar esta parte, esta referencia a que en caso de que el ente público la posea.

Okey.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Y dos cuestiones, una cuestión más. Dado que debe pasar, en caso de que tenga que pasar por el Comité de Transparencia, que lo más seguro es que sí, hay que ampliar el plazo a 10 días, como lo estamos haciendo.

Y la otra, en el resultando dos hay que poner que cuando se emitió el recurso, debe precisarse que ese fue por falta de respuesta, no lo dice.

Entonces, si no hay más, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido de la resolución sea ordenar la entrega de la información y si esta tiene información confidencial, pase al Comité de Transparencia para lo que haya. Y, sin costo alguno y con vista a la contraloría.

Los que estén de acuerdo, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el 586/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso, que se les harían las mismas observaciones, pero si hay alguna más.

Comisionado Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Es que aquí en este caso, a diferencia del anterior, yo, digo, es difícil asegurar que la delegación tiene los costos de los hoteles, habitación estándar, habitación familiar, habitación qué se yo, suite. Entonces, yo creo que la orden, digo, está bien, y aquí sí cabe decir lo anterior sobre en caso de que el ente la posea.

C. ARELI CANO GUADIANA.-  ¿Pero por qué dices?

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.-  No, porque habla, en la solicitud dice de costo de los hoteles, de habitación.

Hay diferentes, de entrada casi en todos los hoteles hay dos, tres, categorías de habitación.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Bueno, por eso no discutamos el asunto del costo de los hoteles, sí discutamos el asunto de que, bueno, el sentido sea ordenar la entrega de la información, y aquella que no sea de su posesión o no la tenga, finalmente se le informe al solicitante.

O sea, que entregue la información, y que aquella que no tenga, como puede ser el costo, no estamos diciendo cuál, y aquella que no tenga, funde y motive y se lo explique al solicitante, o sea, explicar, fundar y motivar, y se dé vista a la Contraloría, y sea de forma gratuita.

Comisionado Millán.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Me parece que la orden está correcta, si la autoridad no tiene, como viene en el proyecto, si la autoridad no tiene el detalle de la información que está pidiendo, bueno, que funde y motive, pero nosotros no tenemos por qué hacer esa advertencia, porque de otra manera, en todas las omisiones, tendríamos que poner esa leyenda, y es una salida, digamos, para que la autoridad pueda negar una información que, haciendo una búsqueda exhaustiva en sus archivos, igual sí la tiene, ¿quién dice que? O sea, no podemos aseverar que no tiene esa información.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Por eso, que la dejemos como está en el proyecto.

C. AGUSTÍN MILLÁN GÓMEZ.- Como viene en el proyecto, pero no hay que meterle esa argumentación de que en caso de que no la tenga, insisto, porque es una omisión de respuesta, entonces la orden es categórica. Así es, que entregue la información.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea ordenar la entrega de la información, en base al Artículo 53, dar vista a la Contraloría por omisión, y que la información sea de forma gratuita, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad, el proyecto de resolución 602/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR209 del 2011. El ente público recurrido es la Consejería Jurídica y de Servicios Legales. 
La información que se solicitó: uno, nombre del servidor público y cargo que ocupa, que dio respuesta a mi solicitud de información del día 27 de agosto del 2010. Dos, nombre del servidor público que autorizó a la juez cívica del interés del particular para que conociera de la queja de fecha 6 de abril del año 2010. Tres, informe si dicha funcionaria está facultada para conocer de la queja de 6 de abril de 2010, no obstante que existe previamente una queja en su contra presentada por el particular. Cuatro, nombre del abogado del ente público que acudió a la audiencia de fecha 16 de abril del año 2010, relativa al expediente ISC-01QSS/TM/Q02/07, abril 2010. Y cinco, informe si es legal que en una audiencia de conciliación se pueda autorizar que esté presente el abogado defensor de los probables infractores, así como un abogado que asesore a la juez cívica.

La respuesta del ente público es la siguiente: se atienden todos los contenidos de información requeridos. Las manifestaciones del particular es que el recurrente centra su inconformidad ante la negativa de responder a lo solicitado en los puntos 2, 3, 4 y 5, no formulando queja respecto del punto 1, por lo que se tiene satisfecho con la respuesta al mismo.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: respecto de las quejas en contra de las respuestas a los requerimientos 2 y 4, resultaron infundadas e inoperantes, no así los agravios en contra de las respuestas a los puntos 3 y 5, pues de la revisión a la normatividad aplicable al procedimiento de queja, y considerando que el ente público se encarga de elaborar los lineamientos y criterios técnico jurídicos a los que se sujetarán los juzgados cívicos, vigilando el funcionamiento de los mismos, es que se encontraba en aptitud de emitir un pronunciamiento categórico y congruente a dichos requerimientos.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que emita pronunciamiento congruente y categórico a los requerimientos de información indicados con los puntos 3 y 5, atendiendo los principios de legalidad y certeza jurídica previstos en el Artículo 2 de la ley de la materia.

Es cuanto, comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Está a su consideración.

Si no hay ninguna intervención, quien esté de acuerdo en que el sentido de la resolución es modificar la respuesta, favor de levantar la mano.

Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 209/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR215/2011. El ente público recurrido el Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal.

La información que se solicitó fue: resultados de la última auditoría practicada al InfoDF, que realizó la Contaduría Mayor de Hacienda.

La respuesta del ente público es que la auditoría más reciente fue realizada por la Contaduría Mayor de Hacienda, relativa a los capítulos 2000 y 3000 de la Cuenta Pública del año 2009, pero que se encuentra en proceso, y la Contraloría no ha comunicado resultado alguno sobre la misma, por lo que es imposible proporcionar la información. 

Las manifestaciones del particular son que si el sujeto obligado no cuenta con la información que se solicitó, pero sabe que el ente público cuenta con ella, debió de haber canalizado la solicitud a este último.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: el agravio del particular es fundado, porque la manera de proceder de la autoridad responsable, al haber emitido un pronunciamiento respecto a la información de su competencia, cuál es la última auditoría que le ha practicado la Contaduría Mayor de Hacienda, y orientar respecto de aquella con la que no contaba, los resultados de la auditoria, fue apegada al Artículo 47, último párrafo de la Ley de Transparencia. Y el numeral 8, Fracción 8ª, para los Lineamientos de la Gestión de las Solicitudes de Información Pública y de Datos Personales, a través del sistema electrónico INFOMEX.

El sentido del proyecto es confirmar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Señores comisionados, si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo que el sentido sea confirmar, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 215/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR229/2011. El ente público recurrido es la delegación Iztacalco. 
La información que se solicitó: diversos contenidos de información en relación con seis obras llevadas a cabo en la demarcación durante el año 2009.

La respuesta del ente público es enviar datos de los puntos 1, 4, 5 y 6, señalando que los trabajos se realizaron por obra, por contrato, remitiendo copia de las carátulas de los contratos de cada uno de ellos. De los puntos 2 y 3 informó que no tiene registro de los trabajos referidos, ni por administración ni como obra por contrato.

Las manifestaciones del particular son que no se entregó la información solicitada, se requirió resumen de la obra ejecutada, Sábana Finiquito, que no son fechas de cada estimación, sino trabajos que se realizaron y que soportan cada estimación. Se solicitó a través de qué contratos hicieron trabajos de construcción del módulo sanitario, y contestaron con trabajos de una alberca semiolímpica que no fue le requerido.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: durante la sustanciación del recurso de revisión, el ente público emitió una respuesta complementaria con la que se tuvieron por satisfechos los puntos 1, 5 y 6, letra A, incisos A), B), C), D) E) y F) parcialmente el H), y por lo que hace a los incisos I), J), K), L), M), N) y O), al haberle hecho la aclaración de que la supervisión de la obra fue interna y no externa, como lo solicitó el particular, además el punto cuatro, porque refirió no haber llevado a cabo trabajos descritos por el particular en el año 2009, del estudio realizado a las constancias agregadas en autos, así como la respuesta inicial, no diferenció de entre los contratos 5 y 6 cuál correspondía a las ubicaciones señaladas por el particular, pero sí remitió la carátula de cada contrato, con lo que atendió el inciso G). En relación con el inciso H), deberá de fundar y motivar, así como calcular los costos de reproducción de la información.

Finalmente, los puntos 2 y 3 fueron satisfechos con la respuesta inicial, al haber hecho la aclaración de que el lugar indicado en la solicitud, no se llevaron a cabo los trabajos descritos.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que de los contratos 5 y 6 distinga a qué dirección corresponde cada uno, y en relación con los puntos 1, 5 y 6, letra, inciso H), comunique de manera fundada y motivada el cambio de modalidad.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Comisionada Areli Cano.

C. ARELI CANO GUADIANA.-  De acuerdo con el sentido, nada más que este es un tema de preocupación ciudadana, la verdad es que me pareció relevante ahí para, quien me imagino que está pidiendo la información es un vecino que se ve afectado por esta construcción, y bueno, entre la Secretaría, Protección Civil, Obras, y el propio ente público, que es la delegación Milpa Alta, pues advertir la competencia de a quién le toca, y la responsabilidad que asume cada una de estas instancias, derivado de su propia competencia, pero me pareció bastante, bueno, un caso verdaderamente que creo yo que atiende una preocupación ciudadana que me parece que es real, la afectación de este predio, y por las respuestas que dan las autoridades, están preocupadas en esta afectación, al remitir Protección Civil, Secretaría de Obras y la propia delegación.

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Entonces voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar en los términos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución 229/2011, se estará haciendo una revisión del formato del recurso.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR234/2011. El ente público: la delegación Milpa Alta. 
La información que se solicitó: situación en la que se encuentran las construcción de de un determinado predio. Un, causas de hundimiento; dos, estado en que se encuentran las viviendas; tres, si se seguirán hundiendo; cuatro, si pueden construirse, remodelarse o reforzarse; cinco, acciones emprendidas para mitigar los riesgos y reparación de daños, y seis, nombre, domicilio, correo, y números telefónicos institucionales del servidor público responsable de dar seguimiento y solución al problema.

La respuesta del ente público es que las secretarías de Protección Civil, y de Obras y Servicios están dando seguimiento a la problemática planteada, al ser las autoridades en realizar la revisión estructural de las viviendas. Actualmente se encuentra  en espera de la respuesta al apoyo solicitado al Instituto de Geofísica de la UNAM, para efectuar una radiación al subsuelo de la zona que le ayudará a definir las acciones a seguir.

Las manifestaciones del particular es que la respuesta impugnada no satisface lo dispuesto por el Artículo 47, último párrafo de la ley de la materia, y 42 de su reglamento, ya que el ente no precisa si envió su solicitud a las autoridades competentes.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: de la revisión a la normatividad aplicable al ente público y las constancias remitidas con el informe de ley, se advirtió que éste se encontraba en posibilidad de pronunciarse de manera categórica y expresa respecto de los requerimientos solicitados, por lo que, contrario a lo referido por el recurrente, no resultaba procedente que el ente público cumpliera con los artículos a que hizo referencia, para precisar si envió o canalizó su solicitud a las autoridades competentes.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que de manera fundada y motivada se pronuncie sobre la información requerida y, en su caso, proporcione la misma.

Es cuanto, comisionados.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Perdón, comisionados, mi comentario anterior, ya para recurso, una disculpa, pero reitero lo que dije en el anterior.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Sí, por eso.

Bueno, entonces voy a someter a votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar en los términos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución 234/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente  RR235 del 2011. El ente público recurrido la Secretaría de Transportes y Vialidad. 
La información que se solicitó: nombre completo, falta un apellido del concesionario de un vehículo de transporte individual de pasajeros, taxi. Así como, dos: los días que no circula.

Respuesta del ente público es: mediante respuesta impugnada se señaló al particular que daba una versión pública de la información pedida, en la cual constaban los mismos datos que el recurrente proporcionó. Le informó que dicho ente público no tiene facultades para contestar lo referente a su segunda interrogante, ya que corresponde a la Secretaría de Medio Ambiente o, en su defecto, le proporcionó la página de internet que podía consultar.

Las manifestaciones del particular es que sólo se inconforma sobre la respuesta dada al punto 1, ya que son considera, sólo se inconforma sobre la respuesta dada al punto 1, ya que considera, se transgredió el derecho de acceso a la información, por lo que resulta procedente se entregue la misma, en virtud de que no fundamenta su acto y la motivación es incorrecta.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: del contraste efectuado entre la respuesta impugnada y el agravio expresado por el particular, se desprende que este último se encuentra inconforme porque no se le proporcionó la respuesta al punto 1 de la solicitud, asimismo, no expresa agravio respecto de la respuesta 2, por lo que se excluye del estudio del análisis de la respuesta impugnada.

De la misma se advierte que indebidamente el ente público fundó y motivó la misma, por lo que resulta procedente ordenarle que emita una nueva, en que de manera fundada y motivada, haga del conocimiento del particular que el nombre del concesionario referido está completo, ya que así se encuentra registrado en su base de datos,  y de acuerdo a los documentos por medio de los cuales el particular realizó el trámite de la concesión referida.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados, si no tienen ninguna intervención, aquellos que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar en los términos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución 235/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Entonces pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Sí, es el relacionado con el expediente RR237/2011. El ente público recurrido es la Oficialía Mayor del Gobierno del Distrito Federal. 
La información que se solicitó: saber a qué prestaciones en dinero, especie, y monto de las mismas tienen derecho los trabajadores del Gobierno del Distrito Federal, en general.

La respuesta del ente público es que la Dirección General de Administración y Desarrollo de Personal remitió un oficio con el que daba respuesta a la solicitud a través del sistema electrónico INFOMEX.

Las manifestaciones del particular son que se solicitó copia certificada de la información y sólo le remitieron vía informática.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: durante la sustanciación del recurso de revisión, el ente público emitió una respuesta complementaria al recurrente a través de la cual puso a disposición sin costo para él la copia certificada de una foja dentro de la cual se remitió la respuesta a la solicitud, y que fue del interés del particular requerirla en copia certificada. En consecuencia, se actualizan los tres requisitos para la configuración de la causal contenida en el Artículo 84, Fracción cuarta, de la ley en la materia.

El sentido del proyecto es sobreseer el recurso de revisión.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bien, se están viendo algunos cambios importantes.

Comisionado Jorge Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- En el resultando primero, en la página 1, se dice que se requirió el pedio electrónico gratuito, ya que la modalidad solicitada fue copia certificada, entonces hay que hacer esa corrección,

C. OSCAR GUERRA FORD.- ¿Alguien más?

Entonces voy a poner a consideración.

Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea sobreseer por la entrega de la información, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución 237/2011. Se incluye esta propuesta del Comisionado Jorge Bustillos.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR239 del 2011. El ente público recurrido es la delegación Magdalena Contreras. 
La información que se solicitó: se entregue en una tabla cinco requerimientos relacionados con los trámites que se gestionan en la ventanilla única delegacional. La respuesta del ente público es entregar en medio electrónico gratuito los trámites que se gestionan en la ventanilla única delegacional, la información solicitada en los demás requerimientos no se encuentra digitalizada.

Las manifestaciones del particular son que se le negó la información, al señalar que la busque en el Manual de Trámites y Servicios, y dos, requiere que se le especifique en un cuadro la información solicitada.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: durante la sustanciación del recurso se entregó una respuesta complementaria, la cual no satisfizo los requerimientos del particular. El agravio uno resulto infundado, ya que de la revisión a la respuesta impugnada no se advirtió que el ente público haya instruido al recurrente para que buscara la información de su interés en el Manual de Trámites y Servicios.

De la revisión de la normatividad que rige el actuar del ente público, se concluyó que no tiene la obligación de generar tabla o cuadro con la información solicitada, sin embargo, en su portal de internet tiene publicados en forma de cuadro los datos de interés del particular, con excepción del fundamento legal, el cual se puede obtener de los formatos publicados.

El sentido del proyecto es revocar la respuesta y ordenar al ente público que entregue la información publicada en su portal de internet, respecto de los trámites que se llevan a cabo en la ventanilla única delegacional, así como los formatos respectivos.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración.

Comisionada Areli Cano.

Es nada más, precisar en la página19, cuál fue la investigación que realizó la Dirección Jurídica para concluir que los trabajadores no tramitan la prestación directamente relacionada con el punto 5, en las secciones sindicalizadas en las que se encuentran registrados. Porque dice aquí que se realizó investigación y que no se encontró elemento alguno para llegar a esa conclusión, entonces ¿qué investigación se realizó?

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada, creo que estamos en otro recurso.

C. ARELI CANO GUADIANA.- ¿Otra vez me equivoqué?

C. OSCAR GUERRA FORD.-  Estamos en el 239, de la Magdalena Contreras.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Perdón.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Eso es para el que sigue.

Comisionado Bustillos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Un comentario rápido. O sea, aquí, la mayor parte de la información, trata de información de oficio, o sea, todas las delegaciones, digo, todos los entes públicos deben tener publicados los trámites, así como las autoridades responsables para hacer la gestión, los formatos, etcétera, una serie de elementos que ya son información de oficio, por lo que estas afirmaciones del ente público, de que no tiene obligación de publicar este tipo de información, pues resultan, por lo menos desconcertantes para la delegación Magdalena Contreras. 

Entonces creo que está bien revocarle la solicitud y ordenarle que entregue la información solicitada.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea revocar tal y como está en el proyecto, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 239/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Ahora sí vamos con el recurso 240 de la Junta Local.

Adelante, si nos hace favor, licenciado Omar Cortés.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- El siguiente recurso es el relacionado con el expediente RR240/2011. El ente público recurrido: la Junta Local de Conciliación y Arbitraje. 
La información que se solicitó: copias certificadas de los documentos que contengan diversos datos relacionados con las prestaciones referidas en el Artículo 150 de las condiciones generales de trabajo del Gobierno el Distrito Federal.

La respuesta del ente público es que las condiciones generales de trabajo aplicables, son las vigentes a partir del 27 de junio de 2007, las cuales sufrieron una adición con el convenio suscrito entre la Oficialía Mayor y el Sindicato Único de Trabajadores del Gobierno del Distrito federal, y remitió el convenio referido.

Las manifestaciones del particular es que el ente público únicamente envió el vínculo a las comisiones generales de trabajo del Gobierno del Distrito Federal, sin proporcionar información alguna.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: de la simple lectura de la respuesta impugnada se advierte que, tal como lo refiere el particular, no se atendieron sus requerimientos. Pues no solicitó saber cuáles son las condiciones generales de trabajo del Gobierno del Distrito Federal que le son aplicables.

Durante la sustanciación, el ente público notificó al particular una respuesta complementaria con la que satisfizo los requerimientos 2, 3, 4, 5, 8, 9 y 10 de la solicitud, y si bien en dicha respuesta el ente público proporcionó los datos requeridos en los numerales 1, 6 y 7, lo cierto es que el particular solicitó no sólo los datos, sino también los documentos que los contienen, por lo que resulta procedente ordenarle que se pronuncie sobre si cuenta con los documentos que contengan el número de trabajadores sindicalizados a los que en el año 2010 les fueron aplicadas las condiciones generales de trabajo del Gobierno del Distrito Federal, número de batas entregadas a los trabajadores en el año 2010, y el monto gastado por concepto de dotación de ropa de trabajo en el año 2010.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta impugnada.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Comisionada Areli cano.

C. ARELI CANO GUADIANA.- Sí.

Comentaba que  habría que precisar qué investigación realizó la Dirección Jurídica para llegar a la conclusión de que no se localizó elemento alguno que permitirá concluir que los trabajadores no tramitan la prestación a la que se refiere el requerimiento cinco, es decir, la que está prevista en el Artículo 150, Fracción 3ª de las Condiciones Generales de Trabajo.

Entonces sería importante ver qué hallazgos realizó, bueno, qué consideraciones realizó para advertir esa conclusión.

Y bueno, es eso. Gracias.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No tengo a nadie más, entonces aquellos.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Yo creo que hay que ser, dijéramos, más claros en la orden al ente público. Lo digo por lo siguiente: el particular está pidiendo algún documento que le hable del número total de servidores públicos atendidos en las condiciones generales de trabajo.

Los uniformes de trabajo que se entregaron y los costos de la dotación, que tuvo la dotación de ropa de trabajo. Estas tres cifras ya se las dio en un documento elaborado, a propósito de la solicitud. Entonces, hasta donde advierto yo es que se está haciendo la lectura de que el solicitante lo que quiere son documentos que soporten de manera específica a cuántos trabajadores se atendió, cuántos uniformes se entregaron, y el costo de la ropa de trabajo.

Entonces, por eso, en la orden se dice que se pronuncie sobre si cuenta con documentos que contengan, yo, documentos, facturas, listados que soporten la afirmación hecha por el ente público, con relación a los 569, algo así, ser un poco más extensos en la descripción de documentos, porque documento puede ser el mismo que le entregaron en la respuesta.

Entonces sí pido que atendiendo la lectura que estamos haciendo de la queja del particular, en la misma solicitud, se haga más extensa esta descripción de lo que queremos del ente público.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Voy a someter a votación.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- ¡Ah! Perdón, otra cuestión.

La respuesta del ente público no tiene nada que ver, dijéramos, no  atiende directamente ninguna de las 10 solicitudes, no, le manda un, les manda las condiciones generales de trabajo.

C. OSCAR GUERRA FORD.- O sea, la inicial.

C. JORGE BUSTILLOS ROQUEÑÍ.- Claro, la respuesta inicial. Es decir, no se sostiene nada de la respuesta inicial, por eso creo que el sentido de la resolución debe ser revocar, y hacer, ordenar la entrega de la información, en los términos en los que viene el reordenamiento, pero revocar la respuesta inicial.

C. OSCAR GUERRA FORD.- No, pero a ver, a ver.
C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.-  A ver, la primera respuesta, aunque, porque yo sí voy por modificar, creo que sí fue mala, pero  que siempre hemos dicho, si permanece el 1 por ciento, y creo que más del 1 por ciento en este caso, se tiene que modificar en la primera.

El primer archivo adjunto contiene un oficio sin número y fecha emitido por la Oficina de Información Pública de la Coordinación General de Administración de la Junta de Coordinación, la parte, la respuesta: en atención a su solicitud de información le comunico que las condiciones de trabajo aplicadas a la Junta Local de Conciliación y Arbitraje son las que se encuentran vigentes a partir del 27, mismas que sufrieron una adición conforme a tal.

En el segundo archivo adjunto a la respuesta, contiene la digitalización de la foja 11, 12 y 13 de la Gaceta del Distrito Federal publicada el 5 de abril de 2010,  con el convenio que celebra, por una parte el Gobierno del Distrito Federal, y en su carácter de oficial mayor, el (…) y por otra parte el Sindicato de Trabajadores del Gobierno del Distrito federal, ahí está, o sea, le está dando parte de lo que es, digamos, esas condiciones de trabajo, y ese no lo manda a un archivo, se lo manda por archivo.

INTERVENCIÓN.- (Sin micrófono).
C. OSCAR GUERRA FORD.- Pero a ver, en ese documento que firma el Sindicato General de Trabajadores del Gobierno del Distrito Federal, están parte de las condiciones generales de trabajo de los trabajadores del Gobierno del Distrito Federal, en la 11, 12 y 13, ¿sí?

A ver.

Bueno, voy a someter a votación, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea revocar en los términos que ha expuesto el Comisionado Jorge Bustillos por no subsistir nada de la primera respuesta, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad, el proyecto de resolución 240/2011. Se estará precisando la investigación que llevó a cabo la Dirección Jurídica, y se estará precisando la orden de la resolución.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR537 del 2011. El ente público: la Junta Local de Conciliación y Arbitraje.

La información que se solicitó: versión pública del laudo pronunciado por la Junta Especial 10, de la local de Conciliación y Arbitraje en el expediente 579/2004, en cumplimiento a la ejecutoria dictada por el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito en Materia de Trabajo del Primer Circuito el 21 de octubre de 2010. Y dos: copia certificada de los puntos resolutivos del laudo en comento.

La respuesta del ente público es: omitió dar respuesta en el plazo legal que tenía para hacerlo. Las manifestaciones del particular es: la omisión de respuesta viola su derecho a recibir la información pública.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: del estudio de la naturaleza de la información solicitada se advierte que esa tiene carácter de información pública, por lo que el plazo para que el sujeto obligado respondiera a la solicitud fue de 10 días hábiles, contados a partir del 17 de febrero del año 2010, plazo que feneció el 2 de marzo del mismo año, sin que hasta esa fecha el ente público hubiera notificado al particular la información requerida, puesto que de la valoración de la prueba de impresión de la pantalla, avisos del sistema electrónico INFOMEX, se aprecia que a la fecha de la interposición del recurso, es decir, 16 de marzo, la gestión de la solicitud se encontraba en el paso de integración de respuesta para comité, de esta forma quedó acreditada la omisión de respuesta atribuida  a la Junta Local de Conciliación y Arbitraje.

El sentido del proyecto es ordenar al ente público que proporcione al solicitante la información de los términos pedidos, y dar vista a la Contraloría del ente público, por la falta de respuesta a la solicitud de información.

Es cuanto, comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a  su consideración, señores Comisionados.

Si no hay ninguna observación, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea ordenar a la Junta dé respuesta en términos del Artículo 53, dar vista, y obviamente la información se dará de forma gratuita, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Aprobado por unanimidad el proyecto de resolución 587/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al siguiente recurso.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.- Es el relacionado con el expediente RR242/2011. El ente público recurrido: la Contaduría Mayor de Hacienda del Distrito Federal. 
La información solicitada: se actualizará un cuadro con información relativa al fincamiento de responsabilidad resarcitoria de todos los expedientes recibidos en la Procuraduría Fiscal y Contraloría General, como resultado de las acciones promovidas por el ente.

Inciso A) Resultado concreto; B) Sancionados; C) Nombre de funcionarios; D) Hechos; E) Monto de la sanción; F) Tipo de la sanción del mismo período; y G) Si se cobró o no.

La respuesta del ente público es: sólo se actualiza el cuadro anexo, sin emitir pronunciamiento respecto a cada contenido. Las manifestaciones del particular es que no se dio respuesta a todos los puntos y se entregó información hasta al año 2007.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: el agravio 2 es infundado, toda vez que el ente actualizó el documento preexistente. Respecto del agravio 1, este fue fundado, debido a que el ente no atendió el principio de exhaustividad.

De la revisión a los autos se determina que el inciso B) fue satisfecho con la respuesta inicial.

Respecto a los incisos A), C), E) y F), puede emitir un pronunciamiento porque interviene para el inicio de procedimiento resarcitorio, no obstante la Secretaría de Finanzas también es competente puede emitir un pronunciamiento porque interviene para el inicio del procedimiento resarcitorio. No obstante, la Secretaría de Finanzas también es competente por ser quien desahoga el procedimiento referido.

Respecto al inciso G) se advierte que debió orientar al particular ante la Secretaría citada, por ser esta quien realiza el cobro de las sanciones impuestas.

Respecto al punto 2, debió orientar al recurrente para que presentara su solicitud ante la Contraloría General.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenar al ente público que emita otra en la que proporcione la información de los incisos D), emita un pronunciamiento de los incisos A), C), E) y F), para el caso de que algunos de los procedimientos resarcitorios a la fecha de la emisión de la respuesta, en cumplimiento a la presente resolución no se encuentren firmes, atienda lo previsto en el Artículo 50 de la Ley de Transparencia, poniendo a disposición del particular en consulta directa la información, en atención de la cantidad de expedientes y número de años, esto es posible.

De no contar con dicha información, deberá orientar al recurrente a la Secretaría de Finanzas. Respecto del inciso G), deberá orientar al recurrente para que presente su solicitud ante la Secretaría de Finanzas, y en relación al punto 2, debe  orientar al recurrente para que presente su solicitud ante la Contraloría General del Distrito Federal.

Es cuanto, comisionados.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Tiene la palabra el Comisionado Oscar Guerra.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, lo que ya había dicho en el 207, que este hay que adecuar al 207, y sí es, obviamente, no es, ¿Cómo se llama? Injustificado el reclamo, bueno, sobre el segundo, sobre el asunto de la actualización al 2008, si tomamos el criterio del anterior. Entonces sí sería válido. Y bueno, en otro momento discutimos esto de las orientaciones, porque aquí bueno, etcétera, porque aquí bueno, entonces, aquí si no es competente, entonces sí orienta. Entonces tenemos ahí que verlo en su momento, y ahorita lo dejo como está.

Entonces voy a levantar la votación. Aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar, simplemente quitando esta cuestión de que el segundo agravio también es procedente, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Por unanimidad se aprueba el proyecto de resolución 242/2011, y traeremos los argumentos del recurso 207.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Pasaríamos al 260, último recurso, por favor.

C. OMAR CORTÉS ROJAS.-  El expediente RR260/2011. El ente público recurrido: la delegación Iztapalapa. 

La información que se solicitó: uno, copia de documentos con los que oficialmente la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal, o la delegación, recibió las nueve patrullas entre diciembre del 2010 a la fecha, o pendiente por recibir. Número de patrullas signadas, marca, modelo, año, número de bin, serie tanto del vehículo como del equipamiento detallado, radio y torreta; monto erogado detallado por delegación, o informado por la Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal a la delegación. Cuatro, número de patrullas por recibir. Cinco, número de kilómetros en tacómetro; seis, vía de compra, licitación, adjudicación o renta y su costo detallado por pagar las rentas; siete, empresa que entregó a la Secretaría de Seguridad Pública, número de factura de la unidad; nueve, valor detallado del vehículo por la renta, ISAN, IVA de pedimento de importación; y 10, número de póliza del seguro y su empresa, con la que cuenta cada patrulla. Perdón, número 11, copia de un ejemplar de la factura y del seguro.

La respuesta del ente público es: manifestó que la información se encuentra disponible en la Coordinación Administrativa de la Coordinación General de Seguridad Pública en Iztapalapa, en virtud de que no se encuentra digitalizada. Las manifestaciones del particular es que se le negó entregar la información requerida por internet o pagando copias, hecho que contraviene la ley de la materia.

Las consideraciones del proyecto son las siguientes: del análisis de la respuesta impugnada se advierte que si bien el ente público no se negó a entregar la información pedida, también lo es que omitió exponer de manera fundada y motivada la imposibilidad de entregarla en una modalidad distinta a la solicitada, transgrediendo la prerrogativa del particular para elegir la modalidad de acceso a la información, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 54 de la ley de la materia.

El sentido del proyecto es modificar la respuesta y ordenarle al ente público que exponga de manera fundada y motivada la imposibilidad de conceder la información en medio electrónico, ofreciendo la modalidad de acceso en copia simple, sin perjuicio de la consulta directa ofrecida.

Es cuanto, señores comisionados.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Está a su consideración, señores comisionados.

Si no hay ninguna intervención, aquellos comisionados que estén de acuerdo en que el sentido sea modificar en los términos expuestos, favor de levantar la mano.

C. JOSÉ DE JESÚS RAMÍREZ SÁNCHEZ.- Se aprueba por unanimidad el proyecto de resolución 260/2011.

C. OSCAR GUERRA FORD.- Bueno, agradecemos la presencia del licenciado Omar Cortés en esta sesión del Pleno. 

Y Comisionada, comisionados ciudadanos, de no haber inconveniente por parte de ustedes, procedemos al desahogo del siguiente punto de la Orden del Día, consistente en los asuntos generales. Como no tenemos ningún asunto general, y no habiendo otro asunto que tratar, y siendo las 14 horas con 10 minutos del día 6 de abril del 2011, se da por terminada la Décima Tercera Sesión Ordinaria del Pleno del Instituto de Acceso a la Información Pública del Distrito Federal, agradeciendo a todos ustedes su presencia. 

Que tengan buen provecho y buenas tardes.
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